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RESUMEN: 

En la presente investigación se formuló la siguiente interrogante: ¿Cuáles serían 

los beneficios de otorgarle al acusado la opción de acogerse a la conclusión 

anticipada de juicio oral ante una nueva calificación jurídica de los hechos a través 

de la aplicación de la desvinculación de la acusación fiscal, figura regulada en el 

inciso 1 del artículo 374 del NCPP? 

Para dicho análisis se tuvo que 1) Sistematizar y analizar los diferentes criterios 

adoptados por los operadores jurídicos en materia penal del distrito de Cajamarca 

respecto al problema de investigación planteado, 2) Analizar si a raíz de otorgarle la 

opción al acusado de acogerse a la conclusión anticipada de juicio oral ante una 

nueva calificación jurídica de los hechos a través de la aplicación de la 

desvinculación de la acusación fiscal, se puso en evidencia por un lado en cuanto a la 

Administración de Justicia, los principios de i) Celeridad procesal, ii) Economía 

procesal y iii) Legalidad; y por otro, en cuanto al acusado iv) Los beneficios de la 

negociación de la pena, el descuento de hasta 1/7 de la pena concreta, la negociación 

de la reparación civil y la exoneración del pago de las costas del proceso; y 3) Se 

propuso la modificación del artículo 374°, inciso 1 del Código Procesal Penal. Se 

tuvo como hipótesis que los beneficios que se obtendrían; por un lado, en cuanto a la 

Administración de Justicia, serían: i) Celeridad procesal, ii) Economía procesal, iii) 

El respeto del principio de legalidad; y, por otro lado, en cuanto al acusado iv) Los 

beneficios de la negociación de la pena, el descuento de hasta 1/7 de la pena 

concreta, la negociación de la reparación civil y la exoneración del pago de las costas 

del proceso; hipótesis que se contrastó con el método hermenéutico-funcional. 

Palabras Clave: Desvinculación, conclusión, juicio, acusación. 

Línea de investigación: Criminología y eficacia del derecho penal en la sociedad 
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ABSTRACT 

In this research we will analyze what would be the benefits of granting the 

accused the option of taking advantage of the anticipated conclusion of the oral trial 

before a new legal qualification of the facts through the application of the 

dissociation of the prosecutor's accusation, a figure regulated in paragraph 1 of 

article 374 of the NCPP? 

 For this analysis we will have to 1) Systematize and analyze the different criteria 

adopted by the legal operators in criminal matters in the district of Cajamarca 

regarding the research problem raised, 2) Analyze if as a result of granting the 

accused the option of taking advantage of the anticipated conclusion of the oral trial 

in the face of a new legal qualification of the facts through the application of the 

dissociation of the prosecutor's accusation, the principles of i) Procedural speed, ii) 

Procedural economy and iii) Legality would be evidenced on the one hand in terms 

of the Administration of Justice, and on the other hand, in terms of the accused, the 

principles of i) Procedural speed, ii) Procedural economy and iii) Legality; and on 

the other hand, with respect to the defendant iv) The benefits of plea bargaining, the 

discount of up to 1/7 of the specific penalty, the negotiation of civil reparation and 

exemption from the payment of the costs of the process; and 3) Propose the 

amendment of Article 374°, paragraph 1 of the Code of Criminal Procedure. The 

hypothesis is that the benefits that would be obtained would be: i) Procedural speed, 

ii) Procedural economy, iii) Respect for the principle of legality; and, on the other 

hand, regarding the accused iv) The benefits of plea bargaining, the discount of up to 

1/7 of the specific penalty, the negotiation of civil reparation and exemption from the 

payment of the costs of the process; hypothesis that we will contrast with the 

hermeneutic-functional method. 
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1. CAPÍTULO I 

INTRODUCCIÓN: 

La presente investigación tiene como nombre “La aplicación de la 

Conclusión Anticipada de Juicio Oral ante la Figura Jurídica de la 

Desvinculación Procesal”, esto a razón de que en la actualidad existe una 

práctica judicial que retrasaría la pronta solución de los procesos judiciales en la 

etapa de juicio oral; además de dejar desapercibido el principio de legalidad; ya 

que cuando el juez penal aplica la figura jurídica de la desvinculación procesal, 

no otorga al acusado la posibilidad de acogerse a una conclusión anticipada de 

Juicio Oral de la nueva calificación jurídica de los hechos; dejando incluso de 

lado los beneficios que el acusado recibiría de acogerse a dicha figura procesal. 

Con tal finalidad, en el presente trabajo de investigación se inició 

explicando nuestro planteamiento del problema, continuando con el desarrollo 

del marco teórico, en donde se desarrollaron los fundamentos teóricos de la 

investigación, sus antecedentes históricos, entre otros. Por otro lado, se explicó 

la metodología empleada; asimismo, se indicó el tipo, diseño, área, técnicas, 

instrumentos y limitaciones de la misma; finalmente se contrastó nuestra 

hipótesis, en donde se demostró los resultados obtenidos luego de discutirlos. 
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1.1.Planteamiento del Problema: 

1.1.1. Descripción de la realidad problemática 

Actualmente “[…] pasado el control formal y sustancial de la 

acusación fiscal en la etapa intermedia, el proceso pasa a la tercera y 

última etapa; es decir, el Juicio Oral” (Rosas Zabaleta & Villareal 

Guzmán, 2016, p. 16). Este inicia luego de que el Juez de 

Investigación Preparatoria ha advertido que existen suficientes 

elementos de convicción para vincular al imputado con el delito que 

se le impute, de dicha etapa estará a cargo de un Juez Penal 

(Unipersonal o Colegiado) quien dirigirá el desarrollo de todas las 

audiencias, en donde se debatirá la responsabilidad penal del 

acusado; además, de las consecuencias jurídicas del mismo, con una 

previa actuación probatoria (Rosas Zabaleta & Villareal Guzmán, 

2016, p. 16). 

La etapa de Juzgamiento inicia con la instalación de la 

audiencia, posteriormente se realizan los alegatos de apertura de las 

partes procesales, luego el Juez Penal informa al acusado de los 

derechos que le asisten, para luego preguntarle si admite ser autor o 

partícipe del delito que se le acusa, así como si se considera 

responsable de las consecuencias jurídicas accesorias, como lo es 

reparación civil. 

Al respecto, el inciso 2 y 3 del artículo 372° del NCPP prescribe 

que “si el acusado, previa consulta con su abogado defensor, 

responde afirmativamente, el Juez declarará la conclusión del juicio. 

Antes de responder, el acusado también podrá solicitar por sí o a 
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través de su abogado conferenciar previamente con el Fiscal para 

llegar a un acuerdo sobre la pena para cuyo efecto se suspenderá la 

audiencia por breve término”. Posteriormente “la sentencia se dictará 

en esa misma sesión o en la siguiente, que no podrá postergarse por 

más de cuarenta y ocho horas, bajo sanción de nulidad del juicio 

oral” 

Por otro lado, si el acusado acepta los hechos que se le 

imputan, pero existe un cuestionamiento respecto de la pena y/o la 

reparación civil, el Juez penal previo traslado a las partes procesales 

(siempre que en ese ámbito subsista la contradicción) “establecerá la 

delimitación del debate a la sola determinación de la pena y/o a la 

fijación de la reparación civil, con los respectivos medios de prueba 

que deberán actuarse”. Sin embargo, “si el acusado no acepta los 

hechos objeto de acusación fiscal, el juicio continuará y se pasará a 

la etapa probatoria” 

Ahora bien, “un problema recurrente en el quehacer diario 

jurisdiccional está vinculado a la calificación jurídica de la denuncia 

penal, por lo que cabe preguntarnos ¿qué actitud corresponde asumir 

a un juez penal cuando el fiscal provincial no ha efectuado una 

calificación típica adecuada de los hechos denunciados?” (Revilla 

Palacios, 2009, p. 196). 

Al respecto, Quiroz Morales (2017) menciona que “sería injusto 

que se le condene a un imputado cuando no se realizó una adecuada 

imputación porque hubo una deficiente investigación de parte del 

fiscal” (p. 29).  
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En el mismo sentido; por ejemplo, puede ocurrir que el Fiscal 

tipifique un delito como Feminicidio cuando en realidad la correcta 

imputación sería el delito de homicidio simple, ya que no se cumplía 

con el requisito de matar a una mujer por su condición de tal; 

obviamente si le pregunta al acusado si acepta ser culpable del delito 

de feminicidio lo más seguro es que no acepte (por la gravedad de la 

pena) y continúe el juicio para demostrar su inocencia; sin embargo, 

si se hubiese calificado de la manera correcta, es decir como 

homicidio simple, el acusado puede verificar que esa pena le es más 

beneficiosa y quizá acepte los cargos de la imputación formulada en 

su contra y se llegue a un acuerdo sobre la pena y reparación civil. 

Siendo ello así, el inciso 1 del artículo 374° del Código Procesal 

Penal regula la figura jurídica de la desvinculación de la acusación 

fiscal, la cual se encuentra a disposición de aplicación del Juez 

Penal; es decir, éste puede variar el tipo penal, antes de culminada la 

actividad probatoria, informando al fiscal y al imputado sobre dicha 

posibilidad, y en caso la defensa técnica del imputado no se 

encuentre preparada para debatir dicha propuesta, puede darse la 

suspensión de la audiencia hasta por un plazo de cinco días, 

brindándole así un tiempo prudente con la finalidad de plantear una 

nueva estrategia procesal de ser el caso; para posteriormente 

continuar el Juicio Oral.  

Es decir, no se le da la opción al acusado de que ante una nueva 

calificación jurídica de los hechos pueda acogerse a una nueva 

conclusión anticipada; por lo que se debería modificar en el inciso 1 
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del artículo 374° del Código Procesal Penal, en el sentido de que, si 

se llegase a aplicar la desvinculación procesal, se deberá volver a 

preguntar al acusado si se considera culpable o inocente de la nueva 

calificación jurídica de los hechos imputados en su contra. 

En consecuencia, en lugar de que el acusado pueda tener la 

opción de admitir ser autor o partícipe del nuevo delito materia de 

acusación, responsable de la reparación civil y así finalizar el juicio 

oral de manera más rápida; éste continúa, evitando de esta manera 

que exista celeridad y economía procesal, en donde el juzgador 

agilice la resolución de los litigios. 

Por otro lado, se vulneraría el principio de legalidad, pues el 

Código Procesal Penal prescribe que en el Juicio Oral una vez 

formulado los cargos en contra del acusado se deberá preguntar si 

acepta ser culpable o no de los mismos; y por tanto, al momento de 

que el Juzgador se desvincula de la acusación fiscal, es lógico que se 

deberá proceder conforme al artículo 372°, incisos 1 y 2 del Código 

Procesal Penal, preguntándole al acusado si acepta ser culpable o no 

de la nueva calificación jurídica de los hechos, pues se trataría de un 

delito diferente por el cual se le preguntó en un inicio si se 

consideraba inocente o no. 

Por último, también se deja de lado, los beneficios que el 

acusado podría recibir al aceptar ser responsable de la nueva 

calificación jurídica de los hechos, tal como la negociación de la 

pena, el descuento de hasta 1/7 de la pena concreta, la negociación 

de la reparación civil y la exoneración de pago de costas del proceso.  
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1.1.2. Definición del problema 

¿Cuáles serían los beneficios de otorgarle la opción al acusado 

de acogerse a una conclusión anticipada de juicio oral ante una 

nueva calificación jurídica de los hechos a través de la aplicación de 

la figura de la desvinculación de la acusación fiscal regulada en el 

inciso 1 del artículo 374 del NCPP? 

1.1.3. Objetivos 

1.1.3.1.Objetivo general: 

Establecer los beneficios que se tendrían al otorgarle la 

opción al acusado de acogerse a una conclusión anticipada de 

juicio oral ante una nueva calificación jurídica de los hechos a 

través de la aplicación de la figura de la desvinculación de la 

acusación fiscal regulada en el inciso 1 del artículo 374 del 

NCPP. 

1.1.3.2.Objetivos específicos: 

▪ Sistematizar y analizar los diferentes criterios adoptados por 

los operadores jurídicos en materia penal del distrito de 

Cajamarca respecto al problema de investigación planteado. 

▪ Analizar si a raíz de otorgarle la opción al acusado de 

acogerse a una conclusión anticipada de juicio oral ante una 

nueva calificación jurídica de los hechos a través de la 

aplicación de la desvinculación de la acusación fiscal, se 

pondrían en evidencia por un lado; en cuanto a la 

Administración de Justicia, los principios de i) Celeridad 

procesal, ii) Economía procesal y iii) Legalidad; y por otro 
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en cuanto al acusado iv) Los beneficios de la negociación de 

la pena, el descuento de hasta 1/7 la pena concreta, la 

negociación de la reparación civil y la exoneración del pago 

de las costas del proceso. 

▪ Proponer la modificación del artículo 374° inc. 1 del Nuevo 

Código Procesal Penal. 

1.1.4.  Justificación e importancia 

Como es sabido “uno de los principales problemas de la 

administración de justicia está relacionado con la demora de los 

procesos, la cual es justificada por las autoridades judiciales con la 

excesiva carga procesal” (Gutiérrez Camacho, Torres Carrasco & 

Esquivel Oviedo; 2015; p.33). Demora que incluso se debe a un 

actuar negligente por parte de los operadores jurídicos. 

En otras palabras, “la sobrecarga trae como principal 

consecuencia que los procesos judiciales tarden de forma 

desproporcionada y que el servicio de la justicia se deteriore, por lo 

que de esta manera se deja de lado el adecuado servicio de justicia” 

(Gutiérrez Camacho, Torres Carrasco & Esquivel Oviedo; 2015; p. 

17). 

Es así que, la presente investigación es importante, ya que, busca 

poner en evidencia los beneficios que se obtendrían tanto para la 

Administración de Justicia como para el propio acusado, el permitir 

a este último que ante una nueva calificación jurídica de los hechos, 

se le permitiera acogerse a una nueva conclusión anticipada de juicio 

oral; esto en razón a que si el acusado admite ser responsable del 
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nuevo delito que se le acusa y, acepta la pena y la reparación civil 

formulada por el Fiscal, se simplificaría el proceso y se daría por 

concluido el juicio oral sin tener que continuar con el debate 

probatorio; es decir, habría celeridad y economía procesal que 

beneficiaría al sistema de justicia; y también al acusado por los 

beneficios que otorga la conclusión anticipada de Juicio Oral en 

cuanto a la negociación de la pena, la reducción de hasta 1/7 la pena 

concreta, la negociación de la reparación civil y la exoneración del 

pago de costas del proceso. 

Asimismo, también se respetaría el principio de legalidad, ya 

que cuando el Juzgador se desvincula de la acusación fiscal; se 

debería proceder conforme al artículo 372°, incisos 1 y 2 del Código 

Procesal Penal, preguntando al acusado si acepta ser culpable o no 

de la nueva calificación jurídica de los hechos, pues se trataría de un 

delito diferente por el cual se le preguntó en un inicio si se 

consideraba inocente o no. 

En otras palabras, se busca un ordenamiento jurídico ágil, 

eficiente y garantista del principio de legalidad y los derechos que le 

asisten al acusado; además de ello, la presente investigación  va a 

servir para los futuros investigadores y porque no, para los 

operadores jurídicos, a fin de que, ante la inexistencia de casuística 

relacionada con la temática expuesta, la presente investigación sea 

empleada como base de estudio para resolver casos judiciales con 

fundamentos eminentemente Jurídicos. 
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2. CAPÍTULO II 

MARCO TEÓRICO 

2.1.Antecedentes teóricos: 

Al realizar el presente estudio encontramos trabajos relacionados con 

el tema, como el del Hancco Pumaleque (2018), que en su tesis 

“Desarrollo Jurisprudencial de la Aplicación de la Desvinculación Jurídica 

y la Infracción del Principio Acusatorio en el Marco del Artículo 374:1 del 

Código Procesal Penal”, concluyó que: “el desarrollo y la aplicación de la 

desvinculación jurídica a traído serios problemas en los procesos penales, 

la doctrina por su parte aún no se pone de acuerdo sobre la viabilidad de su 

aplicación en un modelo acusatorio garantista […]” (p. 137); asimismo, 

que “incluso se debate sobre su inconstitucionalidad, por afectar el modelo 

acusatorio, en este orden surge la necesidad de plantear los criterios para 

su aplicación y el respecto a las garantías procesales” (Hancco Pumaleque, 

2018, p. 137). 

Además de ello se concluyó que “[…] cualquier intento de aplicación 

variación de la calificación jurídica será atentatorio de la garantía 

constitucional del principio acusatorio” (Hancco Pumaleque, 2018, p. 

138). 

Por otro lado, Martínez Vargas (2019), en su tesis “Supuestos para la 

aplicación de la desvinculación procesal en circunstancias modificativas de 

la responsabilidad penal” concluyó que: “el supuesto que tiene mayor 

incidencia para la aplicación de la desvinculación procesal en las 

sentencias emitidas por los juzgados penales en Trujillo durante el periodo 
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2016-2018 es la incorrecta interpretación jurídica de los hechos” (p.103); 

esto debido a que “[…] la mayor parte de las sentencias, en las que se 

aplicó la desvinculación procesal, tiene un común denominador: “la no 

acreditación de los hechos manifestados por el Ministerio Público” y esto 

se debe a que, el Ministerio Público realizó una incorrecta interpretación 

jurídica de los hechos” (Martínez Vargas, 2019, p.103); a consecuencia ya 

sea “porque el agraviado y/o testigos le manifestaron hechos que no eran 

concordantes con la realidad o porque estas declaraciones iban variando a 

lo largo del proceso” (Martínez Vargas, 2019, p.103) 

 Así también, Quiroz Morales (2017), en su tesis denominada “Hacia 

la Justificación Constitucional de la Figura de la Desvinculación en el 

Proceso Penal”, concluyó que: “por un lado, existen quienes establecen 

que es necesario porque la finalidad del proceso penal es la no impunidad 

del hecho, la búsqueda de la verdad y la satisfacción de la víctima” (p. 30); 

por otro lado, “[…] hay quienes sostienen que ello puede ser correcto, pero 

también hacen mención a que las fallas de parte del órgano acusador no 

pueden recaer en el procesado” (Quiroz Morales, 2019, p. 30). 

En ese sentido, “[…] sería injusto que se le condene a un imputado 

cuando no se realizó una adecuada imputación porque hubo una deficiente 

investigación de parte del fiscal” (Quiroz Morales, 2019, p. 30) 

Sin embargo, Serrano Álvarez (2018), en su tesis “Desvinculación 

procesal, camino de regreso al modelo inquisitivo o institución justificada 

excepcionalmente”, concluyó que la desvinculación procesal “[…] resulta 

de aplicación excepcional fundamentada cuando nos ponemos de cara al 

derecho de acceso a la justicia, que posee la víctima dentro del proceso” 
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(p.25); esto por “la clara intención de acceder a la justicia, por sobre los 

principios que la norma procesal consagra, basando la armonía que debe 

existir entre la norma, justicia y derecho” (Serrano Álvarez, 2018, p. 25). 

Por su parte Cherre Benites (2016), en su tesis denominada “La 

Aplicación de los Artículo 349°, inciso 3 y 374°, inciso 1 y 3 del Código 

Procesal Penal y la vulneración de los derechos al debido proceso y de 

defensa en los procesos penales” concluyó que “la figura de la 

desvinculación procesal aplicada en los procesos penales que se están 

ventilando en la corte superior de la libertad permiten acusaciones alternas 

y complementarias, vulnerando los derechos al debido proceso y de 

defensa de los procesados” (p. 45)  

Cómo se pude apreciar, los estudios que se han realizado en nuestro 

país, van en dirección de discutir si la aplicación de la desvinculación 

procesal vulnera o no los derechos del acusado; sin embargo, la diferencia 

con el presente trabajo de investigación es que nosotros estudiaremos los 

beneficios de otórgale la opción al acusado de permitírsele acogerse a la 

conclusión anticipada luego de la aplicación de la desvinculación procesal; 

siendo esto así, nuestro tema de investigación es novedoso, ya que, no 

existen investigaciones similares sobre el tema, pese a que este problema 

se presenta a diario, sin existir una solución satisfactoria al respecto. 

2.2.Origen y concepción de la desvinculación procesal: 

Esta figura procesal “tiene como antecedente el artículo 2 del Decreto 

Legislativo N° 959 (promulgada el 17 de agosto de 2004), en la cual se 

incorporó el artículo 285-A del Código de Procedimientos Penales, donde 

se plantea la tesis de la determinación alternativa o desvinculación de la 
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calificación jurídica, la misma que ha sido planteada en la Ejecutoria del 3 

de julio de 2006, Recurso de Nulidad N° 2490–2006/La Libertad y en el 

Acuerdo Plenario N° 4-2007/CJ-116” (Escobar Antezano, 2009, p. 104). 

Siendo así, los requisitos para aplicar esta figura procesal son: “a) 

homogeneidad del bien jurídico tutelado; b) inmutabilidad de los hechos y 

de las pruebas; c) la preservación del derecho de defensa, y; d) la 

coherencia entre los elementos fácticos y normativos para realizar la 

correcta adecuación al tipo penal” (Sánchez Velarde como se citó en 

Escobar Antezano, 2009, p. 106). 

Por su parte, “[…] en el Nuevo Código Procesal Penal, en el artículo 

397° se plantea la correlación entre la acusación y la sentencia en el 

sentido que no se puede modificar la calificación jurídica del hecho objeto 

de la acusación o su ampliatoria salvo que el juez penal haya cumplido y 

respetado el numeral del artículo 374°” (Quiroz Morales, 2017, p. 26). 

De este modo, “el Código Procesal Penal regula en su artículo 374° el 

procedimiento de variación de tipificación en dos sentidos, en primer 

lugar, la tesis de desvinculación jurídica, y en segundo lugar el 

procedimiento de acusación complementaria” (Moreno Nieves, 2017).  

No obstante, nos centraremos en la institución de la desvinculación 

jurídica, la cual se encuentra regulada en el inciso 1 del mencionado 

artículo, por lo que “la desvinculación de la calificación jurídica permite a 

la sala o al juzgador penal apartarse de la calificación jurídica dada por el 

representante del Ministerio Público, mientras no se altere el hecho 

(punible) propuesto por este” (Escobar Antezano, 2009, p. 106). 
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Es decir, “esta figura procesal habilita al órgano decisor (juez) para 

subsanar, corregir y variar (o recalificar) la calificación primigenia debido 

a un error notorio (o deficiente calificación) de parte del órgano acusador 

(fiscal)” (Quiroz Morales, 2017, p. 6). 

En sentido, “la desvinculación procesal permite al Juez cambiar la 

calificación jurídica realizada por el fiscal por otra que considere 

pertinente”; al respecto, Quiroz Morales (2017, pp. 26-27), menciona que 

“en otras palabras, da la posibilidad de realizar la subsanación del error 

cometido por el órgano acusador solamente cuando se haya informado a 

las partes que se daría paso a la aplicación de la tesis de la desvinculación 

procesal”. Por ende, “la figura procesal denominada Desvinculación de la 

Acusación Fiscal, […] faculta al Juez a variar el tipo penal, después de la 

actividad Probatoria” (Guerrero Suárez & Zamora Zelada, 2018, p. 1). 

Esta facultad “otorgada al Juzgador […] como director de Juicio que 

en razón a los hechos y a los elementos probatorios expuestos variar el 

tipo penal, hecho que dará a conocer al Fiscal a fin de que se pronuncie y 

en el plazo de cinco días pueda presentar la nueva tipificación de los 

hechos […]” (Guerrero Suárez & Zamora Zelada, 2018, p. 1). 

En ese sentido, “el juez deberá informarle al fiscal y al imputado sobre 

dicha posibilidad de modo que las partes procesales se pronunciarán de 

manera expresa sobre la tesis planteada por el magistrado y, de acuerdo a 

su criterio, propondrán nueva prueba” (Quiroz Morales, 2017, pp. 6-7). 

Así, “en caso la defensa técnica del imputado no se encuentre preparada 

debido a esta variación de la calificación jurídica de los hechos, puede 

darse la suspensión de la audiencia hasta por un plazo de cinco días, 
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brindándole así un tiempo prudente para que plantee una nueva estrategia 

procesal (haciendo uso de su efectivo ejercicio del derecho de defensa)” 

(Quiroz Morales, 2017, pp. 6-7). 

Al respecto, Quiroz Morales (2017), agrega que “de esta manera se 

efectiviza la protección de los derechos fundamentales del procesado 

(efectividad del ejercicio del derecho de defensa) conforme está 

establecido en el literal c) del artículo 2° de la Convención Americana de 

Derechos Humanos (CADH)” (pp. 26-27). 

Es por ello, que es necesario mencionar que “la condición de ser 

imputado no implica un trato desigual o diferenciado, sino que deberá ser 

igual para evitar una situación de desventaja o vulnerabilidad” (Quiroz 

Morales, 2017, p. 30); lo que implica tener “los mismos derechos, 

posibilidades, obligaciones y cargas y la inexistencia de ciertas 

preferencias o privilegios en contra o a favor de alguna de las partes 

procesales” (Quiroz Morales, 2017, p. 30). 

Por otro lado, algunos autores mencionan que “aplicar la tesis de 

desvinculación fiscal, significa una clara indefensión a los derechos 

fundamentales del acusado […] puesto que deja en indefensión al 

acusado” (Guerrero Suárez & Zamora Zelada, 2018, p. 1). Quien “ante la 

variación del delito por el cual se lo ha investigado tendría que presentar 

nuevos elementos de prueba, quedándose sin la oportunidad de buscar 

alternativas o salidas jurídicas” (Guerrero Suárez & Zamora Zelada, 2018, 

p. 1). 

Por su parte, Serrano Álvarez (2018), menciona que “la aceptación de 

la tesis de desvinculación procesal que, como hemos visto soslaya muchos 
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más principios que los que protege, por lo tanto, su propuesta podría darse 

en un escenario cuando si o solo si, esta favorezca al imputado en base al 

principio constitucional de indubio pro reo” (p. 24). 

Al respecto, Hancco Pumaleque (2018), menciona que “[…] la 

regulación de la desvinculación jurídica no vulnera directamente el 

principio acusatorio, pero su incorrecta aplicación si vulnera la garantía 

del derecho de defensa” (p. 138). 

Por lo que, quedaría preguntarnos ¿a qué sistema procesal pertenece el 

Código Procesal Peruano? Señalando Hancco Pumaleque (2018), que 

“pertenece a un sistema acusatorio mixto con rasgos adversariales, siendo 

esto así, la regulación de la desvinculación jurídica no vulnera 

directamente el principio acusatorio, pero su incorrecta aplicación si 

vulnera la garantía del derecho de defensa” (p. 138). 

El mismo autor agrega que “[…] ante una acusación defectuosa en la 

calificación jurídica, lo que corresponde al juez es absolver al acusado, 

porque el juez está prohibido de subsanar los errores en la que incurren las 

partes” (Hancco Pumaleque, 2018, p.138); por lo que “toda intervención 

oficiosa del juez está prohibido en un sistema acusatorio puro, donde los 

únicos protagonistas son las partes” (Hancco Pumaleque, 2018, p.138). En 

consecuencia, “cualquier intento de aplicación o variación de la 

calificación jurídica será atentatorio de la garantía constitucional del 

principio acusatorio” (Hancco Pumaleque, 2018, p.138) 

Por otra parte, “del análisis de la legislación comparada como son el 

caso de Argentina, Chile, Venezuela, Ecuador, Costa Rica, República 

Dominicana, Honduras, y también de España; salvo, Ecuador y Honduras 
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todos tienen regulado la tesis de Desvinculación Procesal” (Martínez 

Vargas, 2019, p. 103); “constituyendo así, un elemento necesario para 

garantizar un mejor proceder y diligencias de las partes y del tribunal, así 

como una mayor protección al imputado” (Martínez Vargas, 2019, p. 103) 

2.3.Teorías empleadas: 

2.3.1. Teoría del Derecho Procesal Penal: 

Al respecto “El Estado en ejercicio de su facultad ius puniendi, 

ostenta el derecho de penar, prohibiendo las venganzas privadas 

propias de la Edad Media, e irrogándose a su vez la obligación de 

velar por la protección de los ciudadanos” (Flores Sagastegui, 2016. 

p. 31). “Creando disposiciones para la persecución y juzgamiento del 

sujeto que ha quebrantado el orden social, a fin de restablecer la paz 

social con la conclusión del proceso penal […] garantizando la 

libertad y seguridad de los ciudadanos” (Flores Sagastegui, 2016. p. 

31). 

Dentro de las teorías que encontramos al realizar este estudio, 

está la teoría del derecho procesal penal, el cual tiene como 

característica “el respeto a los derechos fundamentales que se debe 

de manifestar en todo el transcurso del proceso penal […]” (Neyra 

Flores, 2010, p. 115). 

Por su parte, Flores Sagastegui (2016) menciona que “el derecho 

procesal penal no tutela derechos del individuo, sino el bienestar y la 

seguridad de la colectividad, que sin la resocialización del imputado 

no se puede conseguir” (p. 32). 
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Ahora bien, “es en el proceso, en que se determinará la 

existencia del comportamiento punible, la responsabilidad del 

imputado, así como también se determinará e impondrá la sanción 

prevista para el delito” (Flores Sagastegui, 2016. p. 30). 

Asimismo, una característica esencial del derecho procesal 

peruano “[…] es la separación de las funciones procesales” (Neyra 

Flores, 2010, p. 115). “Para garantizar así el equilibrio procesal y el 

juicio sereno por medio de la contradicción de las partes adversas 

(acusación y defensa) frente a un tribunal imparcial” (Neyra Flores, 

2010, p. 115). 

Por otro lado, “el proceso penal debe ser entendido como el 

marco que legítima la sanción y el ámbito de discusión de un 

conflicto de interés surgido a consecuencia de la comisión de un 

delito entre las partes […]” (Nakazaki Servigón, 2014, p. 22) 

Nakazaki Servigón (2014), asimismo hace referencia a que “[…] 

este proceso requiere de etapas o fases procedimentales que permitan 

garantizar la eficacia de sus finalidades. Así estas etapas 

procedimentales son las siguientes:” (p. 22) 

✓ “Etapa de investigación 

✓ Etapa intermedia 

✓ Etapa de juzgamiento o juicio oral 

✓ Etapa de ejecución” 
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2.3.1.1.Etapa de Investigación: 

Es aquella “etapa […] que busca reunir los 

elementos de convicción, de cargo y de descargo, que 

permitan al fiscal decidir si formula o no acusación, y en 

su caso, al imputado preparar su defensa” (Nakazaki 

Servigón, 2014, p. 22). 

Es decir, en esta etapa se busca establecer si la 

conducta imputada es delictuosa, determinar las 

circunstancias y móviles de la perpetración, la identidad 

del autor, o partícipes y la víctima, así como la existencia 

del daño causado; acciones que son dirigidas por el 

representante del Ministerio Público.  

Ya que, de acuerdo al artículo 60° del código 

procesal penal “el Ministerio Público es el titular del 

ejercicio de la acción penal. Actúa de oficio, a instancia 

de la víctima, por acción popular o por noticia policial”; 

asimismo, “el Fiscal conduce desde su inicio la 

investigación del delito”.  

En otras palabras, “[…] el sistema de justicia penal 

se moviliza cuando se atribuye a una persona la presunta 

comisión de un ilícito penal, se la considera merecedora 

de una sanción penal, y que debe reparar las 

consecuencias dañosas que ha originado” (Nakazaki 

Servigón, 2014, p. 22). 
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Conforme lo prescribe el Art. IV, numeral 2º del 

Título Preliminar del CPP “[…], el Ministerio Público 

está obligado a actuar con objetividad, indagando los 

hechos constitutivos de delito, los que determinen y 

acrediten la responsabilidad o inocencia del imputado”. 

2.3.1.2.Etapa Intermedia: 

Nakazaki Servigón (2014), considera que, “[…] la 

etapa intermedia funge como una fase de saneamiento 

tendiente a eliminar todo vicio o defecto procesal que 

afecte la eficacia de todo lo actuado, y que imposibilite 

la realización del juicio oral” (p. 27). Asimismo, 

menciona que “esta función de filtro gira en torno a: i) 

los requerimientos, tanto de acusación como 

sobreseimiento, emitidos por el fiscal; ii) la prueba 

presentada por las partes” (Nakazaki Servigón, 2014, p. 

27). 

Por otro lado, Nakazaki Servigón, hace referencia a 

las características de la etapa intermedia; las mismas que 

son:  

▪ “Es judicial: Como la investigación penal ha 

concluido, el fiscal debe formular su respectiva 

decisión (de acusación o de sobreseimiento), la 

cual será presentada al Juez”; (Nakazaki 

Servigón, 2014, p. 27); que teniendo en cuenta, 

“que en la dinámica del nuevo proceso penal […] 
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debe ser el juez que ejerció las funciones de 

control y garantía durante las investigaciones, es 

decir, ante el juez de la investigación preparatoria 

o el juez de control o de garantía, quien asume la 

dirección de la etapa intermedia”. (Nakazaki 

Servigón, 2014, p. 27). 

▪ “Observancia de los plazos procesales: 

igualmente, la etapa intermedia debe respetar los 

plazos procesales que señale la ley, todo ello en 

aras del derecho a un debido proceso” (Nakazaki 

Servigón, 2014, p. 27). 

▪ “Finalidad de crítica y saneamiento: […], la 

etapa intermedia busca la eliminación de todo 

vicio o defecto procesal que afecte la eficacia de 

todo lo actuado, así como del juicio oral” 

(Nakazaki Servigón, 2014, p. 28).  

2.3.1.3.Etapa de juzgamiento o juicio oral: 

Esta etapa está dirigida por el Juez Unipersonal o 

por el Juzgado Penal Colegiado y se presenta “[…], 

“cuando el Ministerio Público ha formulado acusación 

contra el imputado, y luego de haberse establecido en la 

etapa intermedia la inexistencia de algún vicio o defecto 

procesal que invalide todo lo actuado, así como al 

haberse admitido las respectivas pruebas presentadas por 

las partes, […]” (Nakazaki Servigón, 2014, p. 28). 
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Asimismo, Nakazaki Servigón, menciona que, 

[…], el juez que participa en la investigación […] es 

diferente al Juez que dirigirá el juzgamiento” (2014, p. 

28). 

En otras palabras, “[…], el juez de la investigación 

preparatoria remite los actuados al juez encargado del 

juicio”  (Nakazaki Servigón, 2014, p. 28); por lo que este 

juez “[…] al recibirlos deberá emitir una resolución 

judicial donde comunique a los sujetos procesales la 

fecha, hora y lugar de la realización del juicio oral (lo 

que en países como el Perú se denomina auto de 

citación a juicio)” (Nakazaki Servigón, 2014, p. 28). 

Cabe resaltar que se va ir presentando por etapas, 

la primera etapa se denomina “periodo inicial”, en el 

cual se va a realizar la instalación de la audiencia; se va a 

realizar los alegatos preliminares, tanto del fiscal, 

abogado defensor y actor civil si lo hubiere; además de 

ello el juez penal instruirá al acusado sobre sus derechos 

y le preguntará en ese acto la admisión o responsabilidad 

del delito que se le imputa. Posteriormente, se va a pasar 

un “periodo probatorio”; en el cual se va a realizar la 

actuación probatoria, la declaración del acusado, el 

examen a los testigos y peritos, además si hubiera prueba 

material, será exhibido en el debate y podrán ser 
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examinados por las partes, terminando con la oralización 

de la prueba documental.  

Por último, se pasa a un “periodo decisorio”; en 

el cual, el fiscal, el defensor del acusado, y el actor civil 

si lo hubiera dan sus alegatos de clausura; para que 

finalmente se proceda a la deliberación de la sentencia 

condenatoria o absolutoria.  

2.3.1.4.Etapa de ejecución: 

Esta viene hacer la última etapa por la cual pasa el 

proceso penal, “en esta etapa se regula todo los necesario 

para que una sentencia quede firme y así su contenido 

sea ejecutado” (Nakazaki Servigón, 2014, p. 28). 

Asimismo, “en lo que respecta al contenido de la 

sentencia, si esta es absolutoria se cumplirá dando 

inmediatamente libertad al acusado, […]. En cambio, si 

la sentencia es condenatoria, se cumplirá, aunque se 

impugne” (Nakazaki Servigón, 2014, pp. 28-29). 

Por otro lado, “[…], se estila el pago de costas, las 

cuales están constituidas por: a) las tasas judiciales, en 

los procesos por delitos de acción privada, o cualquier 

otro pago que corresponda por actuaciones judiciales” 

(Nakazaki Servigón, 2014, p. 29); asimismo por los “ b) 

los gastos judiciales realizados durante la tramitación de 

la causa” (Nakazaki Servigón, 2014, p. 29).; y por último 

por,  “c) los honorarios de los abogados de la parte 



23 

 

vencedora, de los peritos oficiales, traductores e 

intérpretes, en caso de que no constituyan un órgano del 

sistema de justicia, así como de los peritos de parte” 

(Nakazaki Servigón, 2014, p. 29). 

2.3.2. Teoría de la imputación necesaria: 

“Hoy en día, se presente un gran problema en la forma de realizar 

correctamente las imputaciones de los hechos, tanto en la 

formalización de la investigación preparatoria y en la acusación 

fiscal” (Choquecahua Ayna, 2014, p. 2). 

Por lo que, al tratar de definir la imputación necesaria, Alcócer 

Povis (s.f), menciona que “desde el plano semántico, “imputar” 

significa atribuir la realización de una conducta (comisiva u omisiva) 

a una persona. En otras palabras, “imputar” es dar sentido o 

significado al comportamiento realizado por un sujeto” (Alcócer 

Povis, s.f, p. 1). 

Siendo esto así, “la imputación es necesaria cuando se comunica 

al imputado que el hecho descrito de modo suficiente por la autoridad 

se adecua a lo estipulado en el tipo penal objeto de incriminación y le 

es atribuible en calidad de autor o partícipe, la misma que requiere 

suficientes elemento elementos de convicción que así lo respalde”. 

(Alcócer Povis s.f. p. 2). 

Asimismo “desde un plano normativo el principio de imputación 

necesaria no tiene una plasmación expresa en la Constitución Política 

del Estado, sin embargo, se lo puede encontrar en concreto, del 
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principio de legalidad (art.2.24. d), del derecho de defensa (art. 

139.14), del derecho a la presunción de inocencia (art.24.2. d) y del 

derecho a la motivación de las resoluciones (art.139.3)” (Alcócer 

Povis, s.f. p. 2). 

En conclusión, “la imputación necesaria es el punto trascendente 

para el ejercicio del derecho de defensa, ya que, sin una correcta 

descripción de los hechos y sus circunstancias de tiempo, modo y 

lugar no es posible precisar que existen las condiciones necesarias 

para que la persona imputada pueda defenderse adecuadamente” 

(Choquecahua Ayna, 2014, p. 8); y con ello “se advierte claramente 

una franca vulneración al debido proceso, al derecho de defensa y al 

principio de la debida motivación de las resoluciones judiciales - y 

fiscales” (Choquecahua Ayna, 2014, p. 8). 

2.4. Marco Conceptual: 

Conocer cuáles serían los beneficios al darle la opción al acusado de 

acogerse una conclusión anticipada de juicio oral ante una nueva 

calificación jurídica de los hechos a través de la aplicación de la 

desvinculación de la acusación fiscal, figura regulada en el inciso 1 del 

artículo 374 del NCPP; corresponde a continuación detallar lo que se 

entiende por cada uno de los siguientes términos:  

2.4.1. Acusación Fiscal: 

Este “es uno de los actos de postulación más importantes del 

Ministerio Público […] petición fundamentada que se formula al 

concluir la fase de investigación o su ampliación, de ser el caso” 
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(Oré Guardia, 2016, p.156). La cual tiene como finalidad “[…] 

provocar la realización de un juicio oral contra un imputado y, 

eventualmente, una condena” (Oré Guardia, 2016, p.156). 

Asimismo, “con su formulación se satisfacen las exigencias 

derivadas del principio acusatorio, que impone la obligación de que 

un órgano distinto al decisor […] introduzca aquello que va a ser 

objeto de la decisión” (Oré Guardia, 2016, p.156). Esto con la 

finalidad de que “[…] el juez resuelva sobre aquél en una posición 

de equidistancia respecto de las partes y del objeto mismo, se fijan 

los datos que van a servir de fundamento para la sentencia y se 

garantiza el derecho a ser informado de la acusación y el derecho de 

defensa” (Oré Guardia, 2016, p.156). 

2.4.1.1.Concepto de acusación fiscal:  

En principio “la acusación es el acto procesal a través del 

cual el Ministerio Público, analizando los elementos de 

convicción reunidos durante la etapa de investigación y las 

pruebas que espera aportar en el juicio, solicita al órgano 

jurisdiccional que inicié el juzgamiento contra una 

determinada persona” (Oré Guardia, 2016, p.158). Ello con la 

finalidad de que “en la sentencia definitiva le imponga una 

sanción penal y, eventualmente, ordene el pago de una 

reparación civil, por un hecho punible que se afirma ha 

cometido” (Oré Guardia, 2016, p.158). 
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2.4.1.2.Fundamento de la acusación fiscal: 

La acusación fiscal encuentra su fundamento “[…] en el 

principio acusatorio, específicamente en dos de sus 

expresiones: nema iudex sine adore y ne proceda t iudex ex 

oficio” (Oré Guardia, 2016, p.159). 

2.4.2. Juicio Oral: 

Al respecto, “el término juicio oral, valga la aclaración, es 

ambivalente, puesto que es posible distinguir una utilización estricta 

y otra más amplia. Así, con el primero nos referimos propiamente al 

juicio oral o al plenario” (Oré Guardia, 2016, p. 246). Mientras que 

el segundo se refiere a “(utilización amplia del término) no solo 

comprende al juicio oral en sentido estricto, sino también a su 

actividad preparatoria, tales como los escritos presentados por las 

partes, la citación a los órganos de prueba y a todos quienes van a 

intervenir en el plenario” (Oré Guardia, 2016, p. 246-247). 

2.4.2.1. Definición de Juicio Oral: 

El Juicio oral es “la etapa del proceso que se efectúa 

sobre la base de la acusación, en el que se realizan 

determinadas actuaciones tendientes a acreditar o no la 

responsabilidad penal e, incluso, civil del imputado […]” 

(Oré Guardia, 2016, p. 249). Ello con el propósito de que 

“[…] se emita una sentencia que, dependiendo de la prueba 

actuada, puede ser de naturaleza condenatoria o 

absolutoria” (Oré Guardia, 2016, p. 249). 



27 

 

2.4.2.1. Principios del Juicio Oral:  

La etapa del Juicio Oral se encuentra sujeta a la 

observancia inestricta de ciertos principios, tales como el 

principio de oralidad, inmediación, publicidad, 

concentración, contradicción y preclusión. 

2.4.3. Desvinculación procesal:  

2.4.3.1. Antecedentes: 

En principio esta figura procesal “surge a mediados del 

siglo XIX en Alemania, siguiendo el modelo francés de 

tribunales de jurado […] el Tribunal Supremo alemán 

admitió esta institución jurídica cuando esta se refería a 

acciones ejecutivas que equivalían al mismo tipo de delito 

[…]” (Mucha Palomino, 2021, pág. 202). 

Sin embargo “[…] posteriormente fue aplicada de forma 

extensiva a hechos disímiles como la estafa consumada, la 

tentativa de aborto, conducción de vehículo en estado de 

ebriedad, omisión de delitos determinados […]” (Mucha 

Palomino, 2021, pág. 202). 

En nuestro país, “desde finales de 1997, la Sala Penal 

Permanente de la Corte Suprema de la República estableció 

un original principio del derecho que tiene una naturaleza 

mixta: sustantiva y sustancial […]” (Mucha Palomino, 2021, 

pág. 202). La cual “faculta al juez a variar la calificación 

legal del supuesto de hecho ilícito denunciado por el fiscal a 

cargo de la investigación, y en base a ello, determinar la pena 
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a imponerse, en base a dicha nueva calificación” (Mucha 

Palomino, 2021, pág. 202). 

Posteriormente “[…] el 17de agosto de 2004 fue 

incorporado el artículo 285-A° del Código de Procedimiento 

Penales, planteándose a partir de entonces en nuestro país la 

tesis de la determinación alternativa o desvinculación de la 

calificación jurídica” (Mucha Palomino, 2021, pág. 202). En 

el mismo sentido, el referido artículo prescribe que “en la 

condena, no se podrá modificar la calificación jurídica del 

hecho objeto de la acusación, salvo que la Sala previamente 

haya indicado al acusado esta posibilidad y concedido la 

oportunidad para defenderse […]”. 

Asimismo, señala que “también podrá aplicarse la 

desvinculación procesal […] siempre que la nueva 

calificación no exceda su propia competencia”; y que “el 

propio acusado tiene derecho a solicitar la suspensión de la 

audiencia para preparar su defensa e incluso -si resultara 

pertinente y necesario- a ofrecer nuevos medios de prueba”. 

Finalmente, con la entrada en vigencia del Código 

Procesal Penal, dicha figura jurídica se encuentra regulada en 

el artículo 374, inciso 1, el cual prevé una diferencia 

sustancial, en cuanto a la oportunidad en la que debe aplicarle 

dicha institución. 
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2.4.3.2.Concepto: 

Para, Mucha Palomino, “la desvinculación procesal es 

aquella institución de Derecho Procesal Penal que por 

mandato de la ley faculta al órgano jurisdiccional competente 

para llamar la atención de las partes sobre algún elemento, 

interpretación o apreciación omitida o mal empleada durante 

las conclusiones definitivas […]” (2021, pág. 201).  Ello con 

la finalidad de “[…] proponer alguna modificación del 

fundamento de la pretensión punitiva y provocando una 

desvinculación aparente con esta última que no signifique un 

cambio sustancial del objeto del proceso penal” (2021, pág. 

201).   

En principio “la determinación alternativa es, por 

consiguiente, una excepción necesaria por razones político 

criminales, del principio in dubio pro reo” (Arbulú Martínez, p. 

288); “esto en razón de que ante una errónea calificación de los 

hechos tendría que aplicarse el principio in dubio pro reo y 

absolver al acusado” (Arbulú Martínez, p. 288). 

Así las cosas, “esta institución procesal consistente en la 

recalificación de los hechos […] es un acto procesal adicional 

que realiza el juez antes de la culminación de la actividad 

probatoria” (Arbulú Martínez, p. 308). 

Es por ello que, “si observa que es posible recalificar 

jurídicamente los hechos objeto de debate, como considerar que 

no se está ante el delito de hurto sino de robo; y que no ha sido 
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considerado por el MP debe advertirse al fiscal y al imputado 

de esa posibilidad bajo sanción de nulidad” (Arbulú Martínez, 

p. 308). 

Sin embargo, el Juzgador no puede realizar la 

desvinculación jurídica de manera unilateral, así pues, Arbulú 

Martínez en relación al artículo 374, inciso 1 del Código 

Procesal penal señala que “Las partes tienen el derecho de 

pronunciarse sobre la tesis del juez y pueden proponer la 

prueba necesaria. Si alguno anuncia que no puede hacerlo, el 

juez deberá suspender el juicio hasta por 5 días a fin de 

preservar el derecho a la defensa” (p. 308). 

Ahora, el mismo autor para aclarar lo dicho en el párrafo 

anterior, se pregunta si ¿Puede el actor civil proponer la 

determinación alternativa o el Ministerio público?; la respuesta 

es no “[…] ya que esta es una facultad del juzgador. Pueden 

hacer mención, darle algún dato al juez e instarle a que adopte 

esa postura; pero no obligan al juzgador, pues él es el único 

sujeto legitimado para plantear la desvinculación procesal” 

(Arbulú Martínez, p. 309). 

Finalmente, si bien esta institución es una facultad del 

Juzgado, para que se aplique la misma, la Corte Suprema de 

justicia de la República en el fundamento 3.1. del Recurso de 

Nulidad N° 3424-2013/Junín, ha previsto los siguientes 

requisitos: 
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a) “Homogeneidad del bien jurídico tutelado: esto es que 

la nueva calificación jurídica debe contener el mismo 

bien jurídico protegido, como, por ejemplo: la vida, la 

salud, el patrimonio, la administración pública, etc.” 

b) “Inmutabilidad de los hechos y pruebas: es decir, que 

para aplicar la desvinculación procesal los hechos y las 

pruebas no deben ser modificados”. 

c) “Preservación del derecho de defensa: es decir, que al 

momento de realizarse la desvinculación procesal debe 

prevalecer el contradictorio entre las partes procesales” 

d) “Coherencia entre los elementos fácticos y normativos 

para realizar la correcta adecuación al tipo: esto es 

que debe existir una correlación entre los hechos y las 

premisas normativas aplicables.” 

2.4.3.3. Oportunidad procesal: 

El Código Procesal Penal señala que la 

oportunidad para aplicar esta figura procesal tiene que 

producirse antes de culminada la actividad probatoria y 

tiene que ser propuesta por el Juez; además “[…] debe 

advertirlo expresamente al fiscal y al imputado, precisa 

que las partes deben pronunciarse expresamente al 

respecto y dependiendo de sus casos tienen la 

posibilidad de proponer las pruebas correspondientes a 

sus intereses” (Mucha Palomino, 2021, pág. 213).   
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Lo anterior, con la finalidad de “[…] garantizar el 

principio contradictorio […] motivo por el cual si no se 

cumple con este límite temporal la desvinculación 

procesal sería un acto viciado de nulidad absoluta” 

(Mucha Palomino, 2021, pág. 213).   

Asimismo, “en caso una de las partes manifieste 

que no se encuentra preparada para emitir 

pronunciamiento sobre la tesis de desvinculación en esa 

misma audiencia, el juez tiene el deber de suspender 

dicha audiencia hasta por cinco días” (Mucha 

Palomino, 2021, pág. 213).   

2.4.4. Conclusión Anticipada: 

2.4.4.1.Antecedentes: 

Dicha institución jurídica se incorporó en  nuestro 

ordenamiento jurídico a través de la Ley N° 28122, de fecha 

21 de noviembre del 2003, se creó “Ley de conclusión 

anticipada de la instrucción en procesos por delitos de 

lesiones, hurto, robo y micro comercialización de drogas, 

descubiertos en flagrancia con prueba suficiente o imputados 

sometidos a confesión sincera”, es decir, se buscaba un 

mecanismo mediante el cual se solucione los conflictos de 

manera mucho más eficaz, y generar de esta manera que no 

haya una acumulación excesiva de procesos.  

Es decir, que esta ley, fue creada con la finalidad de 

“[…] reducir el número de procesos que actualmente se 



33 

 

encuentran bajo conocimiento de los jueces y tribunales 

penales de nuestro país” (Sánchez Velarde, 2001, p, 943). 

Es así que, teniendo en cuenta lo anteriormente narrado 

“[…] el legislador ha considerado determinados delitos que-

siendo los más comunes y por ende los que aumentan la carga 

procesal-son pasibles de dicho procedimiento” (Sánchez 

Velarde, 2001, pp. 943-944). Encontrándose dentro de ellos 

delitos tales como “lesiones graves (art. 2121°), lesiones 

leves (art. 122°), hurto (art. 185°), hurto agravado (art. 186°), 

robo (art. 188°), robo agravado (art. 189°, primer párrafo) y 

micro comercialización de drogas (art. 298°) del Código 

Penal” (Sánchez Velarde, 2001, pp. 943-944). 

 

Es así que la Ley N° 28122, en su artículo 1°, estableció 

en que supuestos se aplicaba dicha figura procesal:  

a) “Cuando el imputado hubiese sido descubierto en 

flagrancia, conforme a la definición establecida en el 

artículo 4° de la Ley N° 27934” 

b) “Si las pruebas recogidas por la autoridad policial 

siempre que en ellas haya intervenido el Ministerio 

Público, o por el propio Ministerio Público, 

presentadas con la denuncia fiscal, fueron suficientes 

para promover el juzgamiento sin necesidad de otras 

diligencias” 
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c) “Si el imputado hubiese formulado confesión sincera 

ante el Juez conforme al artículo 136° del Código de 

Procedimientos Penales”. 

 

Al respecto Sánchez Velarde refiere que “se trata pues, 

de un procedimiento sumarísimo en donde la autoridad 

judicial debe disponer lo conveniente desde el auto de 

apertura o recibida la declaración instructiva del imputado” 

(2001, p, 944). 

Sin embargo, en el artículo 5.2° de dicho cuerpo jurídico 

se estipuló que: “Si se produce la confesión del acusado, el 

juzgador preguntará al defensor si está conforme con él. Si la 

respuesta es afirmativa, se declara la conclusión anticipada 

del debate oral. La sentencia se dictará en esa misma sesión o 

en la siguiente, que no podrá postergarse por más de cuarenta 

y ocho (48) horas, bajo sanción de nulidad.” 

Por otro lado, en el mismo cuerpo normativo-Ley N° 

28122- en su artículo 2° se prevén dos supuestos en los que 

no es procedente la conclusión anticipada de Juicio Oral; 

siendo los siguientes:  

1.  “El proceso fuere complejo o las pruebas faltantes 

no pudieran completarse mediante pocas y rápidas 

medidas” 

2. “Cuando el delito ha sido cometido por más de 

cuatro (4) personas, o a través de una banda u 

organización delictiva”. 
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Ahora bien, en la actualidad en el Código Procesal Penal, 

esta figura procesal- conclusión anticipada- se encuentra 

prevista en el artículo 372º; haciéndose presente en el Juicio 

Oral, al momento de que el Juez Penal luego de indicar al 

acusado sus derechos, pregunta a este último si se considera 

responsable (autor o partícipe) del delito que se le acusa; así, 

como de las demás consecuencias accesorias, como lo es la 

reparación civil. 

Como se puede apreciar, el artículo 372° del CPP tiene 

una redacción similar a la del artículo 5 de la Ley 28122, en 

cuanto a la aceptación de los cargos por parte del acusado; 

así como de las demás consecuencias accesorias; sin 

embargo, el procedimiento previsto en el artículo 372°, 

incisos 2 y 3 es otros, siendo el siguiente: 

“Una vez que el Juez Penal pregunta al acusado si 

admite ser autor o partícipe del delito que se le imputa, así 

como si se considera responsable de las consecuencias 

jurídicas accesorias, como lo es reparación civil; el acusado 

previa consulta con su abogado defensor, responde 

afirmativamente, el Juez declarará la conclusión del juicio”. 

Asimismo, el acusado antes de responder “también podrá 

solicitar por sí o a través de su abogado conferenciar 

previamente con el Fiscal para llegar a un acuerdo sobre la 

pena para cuyo efecto se suspenderá la audiencia por breve 

término”; y finalmente “la sentencia se dictará en esa misma 
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sesión o en la siguiente, que no podrá postergarse por más 

de cuarenta y ocho horas, bajo sanción de nulidad del juicio 

oral”. 

Asimismo, “si el acusado acepta los hechos objeto de 

acusación fiscal, pero mantiene un cuestionamiento respecto 

de la pena y/o la reparación civil, el Juez previo traslado a 

todas las partes (siempre que en ese ámbito subsista la 

contradicción) establecerá la delimitación del debate a la 

sola determinación de la pena y/o a la fijación de la 

reparación civil, con los respectivos medios de prueba que 

deberán actuarse”. No obstante, “si el acusado no acepta los 

hechos objeto de acusación fiscal, el juicio continuará y se 

pasará a la etapa probatoria”. 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia de la 

República en el Acuerdo Plenario N° 5-2008/CJ dejó 

sentado que existen dos elementos materiales: “a) el 

reconocimiento de hechos: una declaración de ciencia a 

través de la cual el acusado reconoce su participación en el 

delito o delitos que se le haya atribuido en la acusación, y; 

b) la declaración de voluntad del acusado, a través de la 

cual expresa, de forma libre, consciente, personal y formal 

la aceptación de las consecuencias jurídicas penales y 

civiles derivadas del delito” 
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Por tanto, podemos advertir que dicho instituto 

procesado tiene por finalidad “[…] abreviar los tiempos del 

proceso, mediante formas de definición anticipada en base 

al consenso, a las que se llega a través de la aplicación de 

mecanismos procesales predeterminados […]” (Galloso 

Asencio, 2017, p, 33). 

2.4.4.2.Concepto: 

La conformidad procesal es “[…] uno de los mecanismos 

de abreviación o simplificación del proceso […] por el que se 

da por concluido el juicio oral – y el proceso penal” 

(Villavicencio Terreros, s.f, p. 2); siempre y cuando “el 

acusado admite ser el responsable del delito y acepta la pena 

y la reparación civil formulada en la acusación fiscal” 

(Villavicencio Terreros, s.f, p. 2). 

Así también, Talavera Elguera (2011) indica que “la 

conformidad es una fórmula o instrumento consensual o 

negociar que permite poner fin de forma anticipada el juicio 

sobre la base de una aceptación por parte del acusado de los 

cargos enumerados en el escrito de acusación (p. 45). 

 Por su lado, Oré Guardia, menciona que es “[…] una 

institución a través de la que el acusado admite ser autor o 

partícipe del hecho o hechos contenidos en la acusación, de 

modo que renuncia a la realización del juicio y a la 

posibilidad de defenderse durante su desarrollo” (p. 280). 



38 

 

Por su parte Nakazaky Servigón (2014), señala que “[…] 

es un mecanismo consensual entre el Ministerio Público y la 

defensa, que al cristalizarse origina que ya no se tenga por 

qué continuar con la audiencia del juicio oral” (p. 131), sino 

que “el juzgador expedirá la respectiva sentencia, cuyo 

contenido, por regla general, debe ser exactamente igual a los 

términos de la acusación que el acusado ha aceptado […]” 

(Nakazaky Servigón, 2014, p. 131). 

Al respecto, Talavera Elguera (2011) indica que “la 

conformidad es una fórmula o instrumento consensual o 

negocial que permite poner fin de forma anticipada el juicio 

sobre la base de una aceptación por parte del acusado de los 

cargos enumerados en el escrito de acusación” (p. 45). 

Asimismo, el Acuerdo Plenario N° 05-2008 estableció 

que “la conclusión anticipada es un acto unilateral de 

disposición de la pretensión, claramente formalizado, 

efectuado por el acusado y su defensa -de doble garantía, que 

importa una renuncia a la actuación de pruebas y del derecho 

a un juicio público” (p. 3). 

Así también, la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito indicó que esta figura de la Conclusión 

Anticipada tiene su fundamento en que, “es un mecanismo de 

implicación procesal que, sobre la base de los principios de 

economía y celeridad procesales, evita el desarrollo de la 
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actividad probatoria, al no existir cuestionamiento de los 

hechos por el acusado” (p. 91). 

2.4.4.3.Naturaleza Jurídica: 

Esta institución “se trata de un procedimiento especial 

que para su instauración requiere de la previa formalización 

de un proceso común, constituyendo una variación ex post 

del trámite procedimental durante el desarrollo de la 

investigación preparatoria formalizada […]” (Benavides 

Vargas como se citó en Galloso Asencio, 2017, p, 36).  

La cual “[…] cobra autonomía definitoria, sustentada en 

el principio de consenso y en la necesidad político criminal 

de eficacia a través de una resolución judicial rápida al 

conflicto penal, fórmula simplificada que permite la 

conclusión consensuada del proceso penal mediando el 

respeto del principio de legalidad” (Benavides Vargas como 

se citó en Galloso Asencio, 2017, p, 36). 

Asimismo, este es un “[…] consenso conclusivo que es 

producto de una negociación entre el fiscal y la defensa, 

basada en recíprocas concesiones y se ve auspiciada por las 

consecuencias premiales que la ley le acuerda, como son la 

aplicación del beneficio de reducción de pena por confesión 

sincera […]” (Benavides Vargas como se citó en Galloso 

Asencio, 2017, p, 36) 

En el mismo sentido también encontramos “[…] 

sustratos de política criminal, ya que el principal objetivo es 
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la consecución de una rápida y eficaz justicia, con la debida 

observancia del principio de legalidad” (Galloso Asencio, 

2017, p, 36). 

Por último, la conclusión anticipada “deberá entenderse 

como un consenso entre fiscal y el imputado que supone la 

aceptación de los cargos, y su finalidad es concluir el proceso 

de forma rápida, impidiendo así su prolongación; es decir, 

finiquitar el juicio oral” 

2.4.4.4.Finalidad: 

La conformidad procesal “tiene por objeto la pronta 

culminación del proceso-en concreto, del juicio oral- a través 

de un acto unilateral del imputado y su defensa de reconocer 

los hechos objeto de imputación, concretados en la acusación 

fiscal” (Galloso Asencio, 2017, p, 36). Además de “aceptar 

las consecuencias jurídicas penales y civiles 

correspondientes” (Galloso Asencio, 2017, p, 36). 

2.4.4.5.Oportunidad Procesal: 

En la actualidad, pasado el control formal y sustancial de 

la acusación fiscal en la etapa intermedia, el proceso pasa a la 

tercera y última etapa; es decir, el Juicio Oral; esta etapa 

conocida como la etapa de Juzgamiento; en esta etapa; Juez 

Penal informa al acusado de los derechos que le asisten, para 

posteriormente preguntarle si admite ser autor o partícipe del 

delito que se le imputa; por lo que, esta es la etapa en la cual 

el acusado asesorado por su abogado defensor, tiene la 
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oportunidad para que pueda declararse culpable o inocente de 

la calificación jurídica que le imputa. 

Ahora bien, teniendo en cuenta el Acuerdo Plenario N° 

5-2008; refiere en el argumento 11°, que “la oportunidad 

procesal en que tiene lugar la conformidad está claramente 

estipulada en la Ley Procesal Penal. El emplazamiento al 

imputado y su defensa, de cara a la posible conformidad, 

constituye un paso necesario del período inicial del 

procedimiento del juicio oral. […]”. 

Así también, en dicho argumente se hace mención que, 

“[…] una de las notas esenciales de la conformidad, como 

acto procesal, es su carácter formal, debe cumplir con las 

solemnidades requeridas por la ley”; es decir, “si la 

conformidad procesal persigue evitar el procedimiento 

probatorio del juicio oral en aras de la inmediata finalización 

de la causa, es obvio que una vez que se emplazó al imputado 

y su defensa para que pronuncien acerca de los cargos objeto 

de acusación, y ambos se expresaron negativamente al 

respecto, ya no es posible retractarse luego que se dio inicio 

formal al período probatorio”. 

Asimismo, se menciona que, “extraordinariamente 

pueden presentarse, sin duda, algunas excepciones a esa regla 

general, uno de cuyos motivos podría ser la concurrencia de 

vicios procedimentales o vicios en el emplazamiento o en la 

respuesta del imputado o de su defensa”.  
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Por último, se hace referencia que “la exigencia del 

cumplimiento del trámite de conformidad antes de la práctica 

de la prueba evita, precisamente, que pueda optarse por esa 

institución a partir de la fuerza o sentido indicativo de 

algunas de las diligencias acreditativas practicadas o por 

realizarse; y con ello impedir conductas fraudulentas o 

especulativas”. 

2.4.4.6.Legislación comparada 

a) Legislación Española: 

La Conclusión Anticipada en la legislación española 

se encuentra regulada en los artículos 655 y 688 

“debiendo ser entendida como la aceptación por el 

acusado de la imposición de la sanción más grave 

solicitada por la acusación, en una sentencia emitida sin 

previa celebración de juicio oral” (Doing Díaz, Y, 2011, 

p. 158). 

Dicha figura se materializa “[…] en el 

reconocimiento y la voluntad de la defensa de cumplir 

con la pena más grave de las solicitadas por las distintas 

partes acusadoras” (Doing Díaz, Y, 2011, p. 159). No 

olvidando que “en la legislación española […] la 

acusación del Ministerio Fiscal se suma la particular y la 

popular— y en ningún caso supone una confesión o un 

reconocimiento de los hechos, puesto que la declaración 
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recaerá única y exclusivamente sobre la pena solicitada” 

(Doing Díaz, Y, 2011, p. 159). 

Por dicha razón “se contemplan dos momentos para 

prestar la conformidad con las acusaciones: en la fase 

intermedia, al formalizar la defensa su escrito de 

contestación al escrito de calificación de la acusación 

(artículo 655 de la LEC)” (Doing Díaz, Y, 2011, p. 159); 

y la otra “en el juicio oral, al inicio de las sesiones, si el 

imputado se confesare reo del delito (artículos 689 y 699 

de la LEC)” (Doing Díaz, Y, 2011, p. 159); y “si bien 

este segundo momento se presenta bajo la forma legal de 

una confesión, ha sido entendida por la doctrina y por la 

jurisprudencia como un trámite de la conformidad clásica 

y concebido siempre como una expresión del derecho de 

defensa del imputado dirigido a despejar la 

incertidumbre que supone el plenario” (Doing Díaz, Y, 

2011, p. 159). 

2.4.5. Principio de legalidad: 

El principio de legalidad “garantiza, a toda persona, el estricto 

respecto del procedimiento previamente establecido por ley, al 

prohibir que esta sea desviada de la jurisdicción predeterminada” 

(Oré Guardia, 2016, p. 88). En el mismo sentido garantiza que “no 

que sea sometida a procedimiento distinto o, que sea juzgada por 
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órganos jurisdiccionales de excepción o comisiones especiales” (Oré 

Guardia, 2016, p. 88). 

En ese sentido “en nuestro ordenamiento, la Constitución 

contempla el principio de legalidad procesal en el artículo 139.3. 

asimismo, se halla referido en el artículo 4 del Código Procesal 

Constitucional como elemento integrante de la tutela procesal 

efectiva” (Oré Guardia, 2016, p.88). 

El referido principio “[…] surgió con la revolución liberal y el 

inicio del Estado moderno, su nacimiento se produce en un contexto 

marcado por la lucha contra la arbitrariedad y con la expresa 

finalidad de limitar y racionalizar, el ejercicio del ius puniendi” (Oré 

Guardia, 2016, p.87). 

Asimismo, este “no se reduce únicamente a la configuración de 

tipos penales mediante la ley […] representa una garantía penal, pues 

establece con anterioridad al potencial riesgo de su aplicación, la 

sanción específica a imponerse […]” (Oré Guardia, 2016, p.87). 

Por otro lado, es preciso poder diferenciar el referido principio 

con los principios de necesidad, oficialidad y obligatoriedad, debido 

a que encuentran relacionados entre sí. 

▪ Principio de necesidad: Mientras que dicho principio 

refiere que “el proceso penal es el único medio a través del 

cual es Estado puede legitimar el ejercicio del ius puniendi 

sobre los cuidados” (Oré Guardia, 2016, p. 88); el principio 

de legalidad “está referido a la regulación que debe tener el 
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proceso en un espacio y tiempo determinado” (Oré Guardia, 

2016, p. 88). 

▪ Principio de oficialidad: este “supone que la titularidad del 

inicio, desarrollo y conclusión del proceso ha de residir en el 

Estado como sujeto portador del ius puniendi” (Oré Guardia, 

2016, p. 88). El mismo se vincula con el principio de 

legalidad “[…] en tanto, los órganos a través de los cuales el 

Estado ha de dirigir el proceso deben encontrarse 

preestablecido por ley” (Oré Guardia, 2016, p. 88). 

▪ Principio de obligatoriedad: “[…] si bien en la doctrina se 

entiende como “principio de legalidad procesal” a la 

exigencia que tiene el Ministerio Público de incoar la acción 

penal frente a un hecho delictivo, debemos manifestar 

discrepancia con tal postura” (Oré Guardia, 2016, p. 88). 

Ello en el entendido de que dicha denominación corresponde 

al del cual se está hablando (obligatoriedad). 

Por último, el principio de legalidad debe entenderse en dos 

supuestos: 

a. “Toda persona llamada a conocer un delito y aplicar pena 

debe estar habilitada por ley (Nemo iudex sine lege). Esta 

exigencia implica que el juez u órgano jurisdiccional 

llamando a conocer el proceso ha de estar predeterminado 

por ley” (Oré Guardia, 2016, p. 89). 

b. “Nadie puede ser sometido a una pena sino después de un 

juicio legitimo (Nemo damnatur nisi per iudicium, o nulla 
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poena sine iudicio). La ley penal solo puede aplicarse 

siguiendo las formas procesales establecidas en la ley (Oré 

Guardia, 2016, p. 89). 

Es decir que “el derecho penal material no puede realizarse más 

que por la vía del Derecho procesal penal, de suerte que nadie puede 

ser castigado sino mediante un juicio regular y legal” (Oré Guardia, 

2016, p. 90). 

En el mismo sentido “[…] todo acto procesal ha de estar 

previamente regulado por la ley con claridad y precisión” (Oré 

Guardia, 2016, p. 90). De tal manera que “tanto la actuación del juez 

como la de los otros sujetos procesales ha de desarrollarse en el 

modo y orden previsto por la norma procesal” (Oré Guardia, 2016, p. 

90). 

2.4.6. Principio de economía procesal: 

Según Oré Guardia, dicho principio “[…] exige el ahorro del 

tiempo, esfuerzo y dinero en las actuaciones procesales con el 

propósito de lograr un proceso más eficaz” (Oré Guardia, 2016, p. 

184). En este sentido “se busca, pues, alcanzar los fines del proceso 

con el menor uso de recursos, ya sean humanos, financieros o de otra 

índole” (Oré Guardia, 2016, p. 184). 

Al respecto el proceso penal “[…] al ser un conjunto de actos 

procesales previamente establecidos por lay, necesita que dichos 

actos sean realizados -por los sujetos procesales- de manera ágil y 
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diligente en aras de concluir el proceso dentro de un plazo 

razonable” (Oré Guardia, 2016, p.185). 

El referido principio “[…] surge del convencimiento de que, el 

proceso que es un medio no puede exigir un dispendio superior al 

valor de los bienes que están en debate, que son el fin” (Castillo 

Córdoba, 2006, p. 47). 

Es así que “en este contexto, surge y se hace imperativo el 

principio de celeridad procesal como una obligación para el Estado y 

una necesidad para los justiciables” (Oré Guardia, 2016, p.185); ya 

que la observancia de este principio permite que el proceso penal, 

más concretamente, el conflicto, sea resuelto de manera breve y 

efectiva” (Oré Guardia, 2016, p.185). 

Asimismo, son aplicaciones del referido principio “la 

simplificación en las formas de debate, la limitación de las pruebas, 

la reducción de recursos, la economía pecuniaria y la existencia de 

Tribunales especiales” (Castillo Córdoba, 2006, p. 47). 

Así también, en preciso resaltar que el referido principio es 

vinculado de manera continua al principio de calidad procesal “[…] 

tan vinculados que el Supremo intérprete de la Constitución suele 

nombrarlos de manera conjunta” (Castillo Córdoba, 2006, p. 48). Si 

bien este principio “no está reconocido expresamente en el artículo 

que ahora se comenta, pero indudablemente, debe inspirar el 

desarrollo de los procesos constitucionales, más aún cuando algunos 
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de ellos están dirigidos directamente a defender derechos 

constitucionales […]” (Castillo Córdoba, 2006, p. 49). 

Por último, en el extremo del proceso penal “[…] constituyen 

una manifestación clara del principio de economía las siguientes 

instituciones: a) la terminación anticipada; y b) la conclusión 

anticipada del proceso” (Oré Guardia, 2016, p. 185). 

2.4.7. Principio de la celeridad procesal: 

Este principio se define en “[…] que las diligencias judiciales se 

realicen con la prontitud debida, dejando de lado cualquier 

posibilidad que implique demora en el desarrollo y continuidad del 

procedimiento” (Garrido como se citó en Zaida Jarama, Jennifer 

Vásquez & Armando Rogelio, 2019, p. 317-318). 

Con respecto a la celeridad procesal, es importante describir 

etimológicamente cada uno de sus términos; es así que el término 

“celeridad” proviene de “la expresión latina celeritas que significa 

velocidad, prontitud, agilidad” (Flores como se citó en Zaida Jarama, 

Jennifer Vásquez & Armando Rogelio, 2019, p. 317). 

En este sentido, “[…] se entiende por celeridad la agilidad, la 

prontitud en la realización de todo acto o actividad” (Guerrero como 

se citó en Zaida Jarama, Jennifer Vásquez & Armando Rogelio, 

2019, párr. 317). 

Partiendo de este significado, según Eduardo Carrión (2007), se 

puede conceptuar a la celeridad procesal como "la prontitud de la 
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justicia a través de la rapidez y velocidad del proceso; éste último 

concebido como un sistema de garantías” (p. 317) 

Es así que, teniendo en cuenta los conceptos brindados, la 

celeridad como un principio procesal, hace referencia a la velocidad, 

prontitud o rapidez con la que se actúa en el desarrollo del respectivo 

procedimiento y en la potestad de administrar justicia. (Zurita como 

se citó en Zaida Jarama, Jennifer Vásquez & Armando Rogelio, 

2019, p. 317). 

Ahora bien, este principio “se caracteriza por: estar presente en 

forma diseminada a lo largo del proceso, por medio de normas 

impeditivas y sancionadoras a la dilación innecesaria; y por lograr a 

través de mecanismos el avance del proceso […]” (Quiñónez como 

se citó en Zaida Jarama, Jennifer Vásquez & Armando Rogelio, 

2019, p. 317). 

Por otro lado, hay que tener en cuenta que el Proceso Penal no 

puede ser conceptuado simplemente como un mecanismo creado 

para cumplir con el fin encomendado por el derecho penal que es: 

aplicar la ley penal al caso concreto; finalidad primaria que 

constituye la razón de ser del derecho procesal penal (Williams 

Robles, 2012, p. 22); sin embargo, […] existe un alto índice de casos 

sin resolver que constituye un problema para el sistema de 

administración de justicia y para los justiciables que se denomina 

“carga procesal” (Williams Robles, 2012, pp. 24-25) 

Es por ello, que existe el principio de celeridad, que tiene 

indudable una base constitucional que busca brindar un servicio de 
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justicia rápido y sin demoras, en un trámite sencillo que evite 

dilaciones y permita obtener una rápida resolución en un plazo 

razonable (Juan Carlos Alvarado, 2019, p. 83). 

Asimismo, “la interpretación de la corte interamericana de 

derechos humanos al inciso uno del artículo ocho de la convención 

americana sobre derechos humanos, sirvió de base en la sentencia 

STC 00618-2005-PHC-TC” (Juan Carlos Alvarado, 2019, p. 84). 

Sentencia que “enfatizo que derecho a un plazo razonable tiene 

como finalidad impedir que los acusados permanezcan durante largo 

tiempo bajo acusación y asegurar que su tramitación se realice 

prontamente” (Juan Carlos Alvarado, 2019, p. 84). 

En este sentido, se requiere que el proceso tenga un límite 

temporal entre su inicio y fin, ya que, forma parte del núcleo mínimo 

de derechos reconocidos por el sistema internacional de protección 

de los derechos humanos, y, por tanto, no puede ser desconocido 

(Juan Carlos Alvarado, 2019, p. 84). 

Por ello, “la duración razonable de un proceso depende en gran 

medida de diversas circunstancias propias de cada caso” (Juan 

Carlos Alvarado, 2019, p. 84). Por lo tanto, “el derecho a ser juzgado 

sin dilaciones indebidas, no puede traducirse en un número de días, 

meses o años. (Juan Carlos Alvarado, 2019, p. 84). 

En otras palabras, Juan Carlos Alvarado (2019), menciona que 

“el proceso para ser debido tiene que sustanciarse en un tiempo 

determinado, lógico y plausible, porque de lo contrario pierde 

absolutamente su razón de ser como garantía esencial” (p. 84); es 
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decir, “si un proceso se extiende más allá de lo razonable, la 

estigmatización social que sufre quien tiene una causa penal abierta 

resulta absolutamente irreparable” (p. 84). 

Finalmente, cabe mencionar que [...], la imagen de la justicia 

también queda mellada, porque la celeridad no sólo es una 

obligación que debe primar en un adecuado servicio de justicia, sino 

que por el contrario tiende a que la sociedad sepa realmente que 

sucedió, a que no pierde el hilo conductor entre el suceso que dio 

curso y origen al proceso, y sepa rápidamente si el inculpado fue 

culpable o inocente (Juan Carlos Alvarado, 2019, pp. 84-85). 

2.5. Hipótesis 

Los beneficios de otorgarle la opción al acusado de acogerse a una 

conclusión anticipada de juicio oral ante una nueva calificación jurídica 

de los hechos a través de la aplicación de la figura de la desvinculación 

de la acusación fiscal regulada en el inciso 1 del artículo 374 del NCPP, 

es que existiría, por un lado, en cuanto a la Administración de Justicia i) 

El principio de celeridad procesal, ii) El principio de economía procesal y 

iii) El respeto al principio de legalidad; y por otro, en cuanto al acusado 

iv) Los beneficios de la negociación de la pena, el descuento de hasta 1/7 

de la pena concreta, la negociación de la reparación civil y la exoneración 

del pago de las costas del proceso. 
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3. CAPÍTULO III 

 METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 

3.1.Tipo de investigación 

Nuestra investigación fue elaborada siguiendo el protocolo de la 

Universidad Privada Antonio Guillermo Urrelo (UPAGU), por lo que se 

utilizó el nombre lege ferenda, es decir la ciencia aplicada, la misma que 

tiene por finalidad “[…] buscar solución a los problemas prácticos y de 

utilidad, como la aprobación o modificación de leyes” (Chira, 2013, p. 23), 

por cuanto, buscamos modificar el artículo 374° inc. 1° del NCPP, y con 

ello conseguir beneficios tanto para la administración de justicia como 

para el acusado. 

3.2.Diseño de investigación 

El diseño de nuestra investigación se basó en un diseño no 

experimental, ya que esta investigación consistió en la búsqueda empírica 

y sistemática en la que el científico no posee el control directo de las 

variables independientes, debido a que sus manifestaciones ya han 

ocurrido o a que son inherente-mente no manipulables (Kerlinger & Lee, 

2002, p. 504), por cuanto no se va a modificar ninguna variable. 

3.3.Área de investigación 

El área de investigación utilizada fue las Ciencias Jurídico Penales-

Criminológicas, y la línea de Investigación fue la Criminología y eficacia 

del derecho penal en la sociedad, la cual tiene como objetivo desarrollar 

investigaciones relacionadas a las causas del delito, así como a la 
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actualización del derecho penal, la modificación normativa y la 

optimización de criterios y procesos penales, al garantismo del Estado y al 

cumplimiento de los fines del derecho penal. 

3.4.Dimensión temporal y espacial  

Nuestra investigación es de tipo transversal, pues “los diseños 

transversales implican la obtención de datos en un momento específico. 

Los fenómenos por investigar se captan, según se manifiestan, durante un 

periodo de colecta de datos” (Polit & Hungler, 2000, p. 159). En este 

sentido, se tiene lo siguiente: 

✓ Dimensión Temporal: 2021 

✓ Dimensión Espacial: Distrito de Cajamarca 

3.5.Unidad de análisis, población y muestra 

▪ Unidad de análisis: Criterios de operadores jurídicos en materia 

penal del Distrito de Cajamarca. 

▪ Población: Conformada por todos los operadores jurídicos, integrada 

por Jueces, Fiscales y Abogados penalistas del Distrito de Cajamarca.  

▪ Muestra: El tipo de muestra aplicado fue la no probabilística por 

conveniencia, por ello se analizaron los criterios adoptados de veinte 

(20) operadores jurídicos en materia penal del Distrito de Cajamarca, 

entre jueces, fiscales y abogados; y si bien la muestra puede resultar 

ínfima, ello se debe a la limitación causada por la pandemia del 

Covid-19, siendo imposible visitar de manera directa a una mayor 

población de operadores jurídicos. 
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3.6.Métodos 

3.6.1. Método Hermenéutico:  

Este método tiene por objeto “[…] interpretar textos en la 

búsqueda de su verdadero sentido; especial y originalmente, de los 

textos sagrados y/o aquellos de una temporalidad relativamente 

lejana” (Maldonado, 2016, p. 4).  

Sin embargo, este método no solo se aplica a los textos, entre 

otras palabras “[…] este método tiene por objeto establecer los 

principios, métodos y reglas que nos necesarias para revelar el 

sentido de lo que está escrito, por lo que su objeto es, dilucidar todo 

lo que haya de oscuro o mal definido, de manera que, mediante un 

proceso inteligente, todo lector pueda darse cuenta de la idea exacta 

del autor (Terry como citó en Sánchez Zorrilla, p. 2017. p.124). 

Por lo tanto, en la presente investigación se analizaron los 

criterios adoptados de los operadores jurídicos, siendo el tema de 

debate si ante una nueva calificación jurídica de los hechos a través 

de la aplicación de la figura de la desvinculación de la acusación 

fiscal regulada en el inciso 1 del artículo 374 del NCPP, se debería 

permitir al acusado acogerse a una nueva conclusión anticipada de 

juicio oral, ello con la finalidad de verificar si a raíz de ello habrían 

beneficios tanto para el acusado, como la administración de justicia. 
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3.6.2. Método Funcional:  

Este método “[…] parte de la constatación de que el sistema 

jurídico está repleto de conceptos, que no pueden ser definidos en 

términos de experiencia y verificación, pero de los que fluyen 

decisiones empíricas de todo tipo” (Ramos Núñez, 2011, p. 97), 

además “su objeto es la realidad social relevante de un 

comportamiento individual o colectivo. […] suele intentar un 

diagnóstico sobre la conformidad o dicotomía entre el ordenamiento 

jurídico abstracto y el orden social concreto” (Ramos Núñez, 2011, 

p. 98). 

Además, con este método se busca tutelar los derechos del 

individuo, buscando el bienestar colectivo, seguridad de la 

colectividad y la seguridad jurídica; finalmente se utilizó este 

método debido a que se empleó como técnica de investigación a la 

entrevista. 

3.7.Técnicas de investigación  

Las Técnicas de investigación empleadas en la presente investigación 

fueron: 

3.7.1. La observación documental:  

El sustento de la investigación es eminentemente documental, 

esto implica que “la recopilación documental es un procedimiento 

necesario en todo trabajo de investigación científica. En algunos 

estudios resulta ser el principal procedimiento, de acuerdo con la 
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naturaleza del problema de investigación” (Zelayarán Duran, 2006, 

p. 214). 

Por su parte, Moran Delgado & Alvarado Cervantes (2010), 

señalan que “el proceso de la observación no sólo aparece al 

principio, sino a lo largo de una investigación, y es algo más 

complejo que el simple ver con atención” (p. 47). 

Está técnica, la utilizamos, ya que, todo lo recabado en las 

encuestas, lo recopilamos en documentos, denominados fichas de 

observación. 

3.7.2. Entrevistas:  

Dicha técnica “es un encuentro cara a cara entre personas que 

conversan con la finalidad, al menos de una de las partes, de obtener 

información respecto de la otra” (Moran Delgado & Alvarado 

Cervantes, 2010, p. 47). La entrevista es una técnica de recopilación 

de información mediante una conversación profesional, con la que 

además de adquirirse información acerca de lo que se investiga, tiene 

importancia desde el punto de vista educativo; los resultados a lograr 

en la misión dependen en gran medida del nivel de comunicación 

entre el investigador y los participantes en la misma (Doupovec, 

2010, p. 45).  

3.8.Instrumentos 

Los instrumentos empleados para la presente investigación fueron las 

fichas de observación documental, en las cuales se registró la 

descripción detallada de las encuestas realizadas; asimismo se utilizó una 
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hoja de guía de preguntas, la misma que fue utilizada como una ayuda 

para las diversas entrevistas que hicimos a los operadores jurídicos. 

3.9.Limitaciones de la investigación 

La primera limitación fue no tener material bibliográfico, pues no se 

ha podido recurrir a bibliotecas para acceder a libros físico, ya que en los 

sitios webs no encontramos mucha información relacionada a nuestro 

tema; por otro lado, tampoco se pudo realizar encuestas a una población 

más amplia de operadores jurídicos, pues era muy difícil poder visitarlos 

de manera presencial; esto debido a que la provincia de Cajamarca se 

encontraba dentro del período de Estado de Emergencia Nacional 

decretado por el gobierno, por lo que no se podía salir de nuestras casas, ya 

que es conocido que en el mundo estamos viviendo un estado de pandemia 

ocasionada por el COVID 19, el cual ha hecho que los diferentes países 

tomen medidas sanitarias necesarias para evitar contagios masivos y 

proteger en el fondo la vida de las personas; sin embargo, todas las 

limitaciones presentadas a lo largo de nuestro trabajo de investigación 

fueron superadas en su momento de manera satisfactoria. 

3.10. Aspectos éticos de la investigación: 

En la presente investigación se realizaron encuestas a operadores 

jurídicos en materia penal, siendo de público conocimiento solo el cargo 

del operador jurídico, y reservándose sus identidades, por ello en las 

encuestas que se realizaron el nombre del encuestado no fue obligatorio. 
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4. CAPÍTULO IV 

APLICACIÓN DE LA CONCLUSIÓN ANTICIPADA DE JUICIO ORAL 

ANTE LA FIGURA JURÍDICA DE LA DESVINCULACIÓN PROCESAL: 

ANÁLISIS Y DISCUSIÓN: 

En este punto explicamos la relación entre las instituciones desarrolladas líneas 

arriba; como ya se indicó la conclusión anticipada es “una institución a través de la 

que el acusado admite ser autor o partícipe del hecho o hechos contenidos en la 

acusación, de modo que renuncia a la realización del juicio y a la posibilidad de 

defenderse durante su desarrollo” (Oré Guardia, p. 280). En ese sentido, la conclusión 

anticipada se produce en el periodo inicial del juicio oral, luego de que el Juez penal 

le haya explicado al acusado de los derechos que le asisten. 

En relación a la institución de la desvinculación procesal, por propio tenor del 

artículo 374°, inciso 1 del Código Procesal Penal, se produce en el transcurso del 

juicio, antes de culminada la actividad probatoria.  

En ese sentido, ante la aplicación de la desvinculación procesal, se le imputará 

al acusado un delito distinto por el cual se convocó a juicio oral; por lo que será 

necesario dar trámite nuevamente a la institución de la conclusión anticipada de 

juicio oral, en donde nuevamente se le deberá preguntar al acusado si se considera 

culpable del nuevo delito imputado. 

4.1.¿SE DEBERÍA PERMITIR AL ACUSADO ACOGERSE A UNA 

NUEVA CONCLUSIÓN ANTICIPADA DE JUICIO ORAL ANTE LA 

DESVINCULACIÓN PROCESAL? 

Al respecto, en la tabla y gráfico 3 (ver anexo 3) de la presente 

investigación se advierte que el 60% de operadores jurídicos encuestados 
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indicaron que sí se debería volver a realizar el trámite de la conclusión 

anticipada de juicio oral si se aplica la desvinculación procesal, porque se 

trataría de una nueva calificación jurídica. 

Por otro lado, el otro 40 % de operadores jurídicos encuestados 

indicaron que no debería darse dicha oportunidad, pues la desvinculación 

procesal la realiza el juez al momento de emitir sentencia; no obstante, se 

debe tener cuidado con dicho argumento pues el realizar la desvinculación 

procesal al momento de emitir la sentencia atentaría contra el principio de 

legalidad, siendo ello sancionado con nulidad. 

Aunado a ello, se debe precisar que incluso la Segunda Sala Penal de 

Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Cajamarca, ya en la 

resolución N° 08, de fecha 07 de junio de 2021, contenida en el expediente 

judicial N° 345-2019-6 (ver anexo 04), indicó que la desvinculación 

procesal se debe realizar antes de culminada la actividad probatoria, con la 

debida advertencia a los sujetos procesales “[…] con el fin, justamente, en 

el caso del acusado de replantear -si así lo quiere- su defensa y, 

eventualmente, acceder a los mecanismos de simplificación procesal, 

como es la conclusión anticipada del juzgamiento, pues no existe ninguna 

norma procesal que lo prohíba […]”. Precisando que en dicho escenario 

“igualmente el Ministerio Público tenía la oportunidad de dar su opinión, 

sobre su conformidad o no y solicitar actuación probatoria, al igual que la 

defensa”. 

4.2.RESPETO DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD AL PERMITIR QUE 

EL ACUSADO SE ACOJA A UNA NUEVA CONCLUSIÓN 
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ANTICIPADA DE JUICIO ORAL ANTE LA DESVINCULACIÓN 

PROCESAL. 

En nuestro planteamiento del problema fijamos que uno de los 

beneficios que se obtendrían al darle la opción al acusado de acoger a la 

conclusión anticipada de la nueva calificación jurídica de los hechos a través 

de la desvinculación procesal, sería el respeto al principio de legalidad. 

Esto en razón de que el Código Procesal Penal de manera taxativa 

prescribe en el artículo 372°, inciso 1 y 2, que luego de los alegatos de 

apertura de las partes procesales, el Juzgador instruye de sus derechos al 

acusado y luego le pregunta si acepta ser responsable o no de los hechos 

imputados por el fiscal. 

Como anteriormente hemos dicho, el principio de legalidad “garantiza, 

a toda persona, el estricto respecto del procedimiento previamente 

establecido por ley, al prohibir que esta sea desviada de la jurisdicción 

predeterminada” (Oré Guardia, 2016, p. 88). En el mismo sentido garantiza 

que “no que sea sometida a procedimiento distinto o, que sea juzgada por 

órganos jurisdiccionales de excepción o comisiones especiales” (Oré 

Guardia, 2016, p. 88). 

Entonces, si la conclusión anticipada del Juicio Oral queda frustrada y 

se continúa con el normal desarrollo del Juicio Oral, pero antes de culminada 

la actividad probatoria se aplica la figura de la desvinculación procesal; se 

tendría que volver a preguntar al acusado si es responsable o no de la nueva 

calificación jurídica de los hechos, pues se imputaría un nuevo delito y el 

Juzgador tendría que actuar nuevamente conforme al artículo 372°. 
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Por otro lado, consideramos que incluso las partes procesales tendrían 

que formular nuevos alegatos apertura, porque la teoría del caso tanto de la 

Fiscalía como de la defensa del acusado tendrían que adecuarse a la nueva 

calificación jurídica. Asimismo, la actividad probatoria, que estaba 

determinada a probar el delito inicial, tendría que adecuarse a probar la 

nueva calificación jurídica nacida a partir de la aplicación de la 

desvinculación procesal. 

De esta manera, si se actuara conforme a lo explicado, los 

administradores de justicia serían más respetuosos del propio 

ordenamiento jurídico; pues debemos dejar sentado que incluso la errónea 

calificación jurídica por el Ministerio Público no tendría que afectar al 

acusado. 

Asimismo, en tabla y gráfico 5 (ver anexo 3) de la presente 

investigación podemos apreciar que un 80% de operadores jurídicos en 

materia penal indicaron que, al otorgarse la oportunidad al acusado de 

acogerse a la nueva conclusión anticipada de juicio oral de la nueva 

calificación jurídica de los hechos (desvinculación procesal), se respetaría 

el principio de legalidad, porque si bien el procedimiento que proponemos 

no se encuentra regulado, tampoco está prohibido y por tanto es legal; 

además que no habría ninguna incompatibilidad con dicho principio, ya 

que no se afectaría el derecho de las partes procesales sino por el contrario 

se estaría optimizando el desarrollo del proceso judicial. 

4.2.1. La preclusión en el desarrollo del Juicio Oral: 



62 

 

El desarrollo del presente subtítulo es necesario debido a que un 

20% de operadores jurídicos, indicaron que no se podría dar la 

oportunidad al acusado de acogerse a una nueva conclusión 

anticipada de juicio oral ante la aplicación de la desvinculación 

procesal porque las etapas del Juicio Oral son precluyentes. 

Ahora bien, es importante, mencionar que se entiende por esta 

institución, según Chiovenda “[…] consiste en la pérdida de una 

facultad procesal por haberse llegado a los límites fijados por la ley 

para el ejercicio de esta facultad en el juicio o en una fase de él” 

(Chiovenda como se citó en López Chávez, 1953, p. 85); es decir, 

esta institución busca  “[…] impedir nuevos planteamientos sobre 

una cuestión que ya tuvo su momento; sobre todo que no se vuelva a 

ejercer la facultad procesal después de vencidos los plazos para su 

ejercicio” (Mondragón, 2021, párr. 4). 

Sin embargo; en el tema en concreto no se podría hablar de 

preclusión porque la nueva conclusión anticipada de Juicio Oral se 

realizaría sobre la base de una nueva calificación jurídica; se hablaría 

de preclusión si se quisiera lograr una conclusión anticipada de 

juicio oral de la calificación jurídica primigenia rechazada por el 

acusado; por ejemplo:  

Al sujeto “A” se le imputa el delito de robo agravado, y al inicio 

del juicio oral se realiza el trámite de la Conclusión Anticipada, sin 

embargo, el sujeto “A” no acepta acogerse a dicha institución; y 

encontrándose más adelante el proceso, la defensa del acusado, 

teniendo en cuenta los medios probatorios ofrecidos por la Fiscalía, 
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ve que no puede ganar el caso, entonces solicita nuevamente que se 

realice una conclusión anticipada de la misma calificación jurídica. 

Sin embargo, lo que nosotros planteamos es lo siguiente: que 

una vez que el Juzgador se desvincula de la acusación fiscal, es 

lógico que se deberá proceder conforme al artículo 372°, incisos 1 y 

2 del Código Procesal Penal, preguntándole al acusado si acepta ser 

culpable o no de la nueva calificación jurídica de los hechos, pues se 

trataría de un delito diferente por el cual se le preguntó en un inicio 

si se consideraba inocente o no. 

4.3.ECONOMÍA Y CELERIDAD PROCESAL EN LA 

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA AL PERMITIR QUE EL 

ACUSADO SE ACOJA A UNA NUEVA CONCLUSIÓN 

ANTICIPADA DE JUICIO ORAL ANTE LA DESVINCULACIÓN 

PROCESAL. 

Al igual que en el anterior punto, en nuestro planteamiento del 

problema fijamos que otros de los beneficios que se obtendrían al darle la 

opción al acusado de acogerse a la conclusión anticipada de la nueva 

calificación jurídica de los hechos a través de la desvinculación procesal, 

serían la economía y celeridad procesal. 

Debemos precisar que el principio de economía procesal está referido 

al ahorro del “[…] tiempo, esfuerzo y dinero en las actuaciones procesales 

con el propósito de lograr un proceso más eficaz” (Oré Guardia, 2016, p. 

184); y el principio de celeridad procesal a la velocidad, prontitud o 

rapidez con la que se actúa en el desarrollo del respectivo procedimiento y 
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en la potestad de administrar justicia. (Zurita como se citó en Zaida 

Jarama, Jennifer Vásquez & Armando Rogelio, 2019, párr. 25). 

Así las cosas, si es que se le otorgara la oportunidad al acusado de 

acogerse a la conclusión anticipada de la nueva calificación jurídica de los 

hechos, se ahorraría dinero, tiempo y esfuerzo, pues al continuar con el 

normal desarrollo del juicio oral se tendrían que realizar, por ejemplo, 

notificaciones a las partes procesales (papel y tinta), se gastaría 

electricidad (audiencias presenciales y virtuales), etc. Asimismo, el juicio 

oral culminaría y nos encontraríamos ante un procedimiento más ágil, 

eficaz y sencillo, en el cual el juzgador agilizará la resolución de los 

litigios. 

No debemos olvidar que por minúsculo o corto que parezca el 

proceso, el Estado (Administración de Justicia) gasta recursos, incluso en 

las remuneraciones del personal judicial, lo cual se evitaría con el 

planteamiento propuesto; sin olvidar claro está, que la propia figura de la 

Conclusión Anticipada del Juicio Oral es considerada como una 

manifestación clara del principio de economía procesal (Oré Guardia, 

2016, p. 185).  

A lo anterior, debe sumarse que en la tabla y gráfico 04 (ver anexo 

3) del presente trabajo se tuvo como resultado que un 55% de operadores 

jurídicos encuestados indicaron que el desarrollo del juicio oral 

concluiría de manera más rápida, pues se obviarían los alegatos de 

clausura, la emisión del fallo y la lectura íntegra de la sentencia, e incluso 

se evitaría una segunda posible instancia, lo que demandaría un buen 
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tiempo, evitando de esta manera costos al Estado, pues ya no se 

realizarían más audiencias. 

No obstante, en la actualidad al no otorgarle dicha opción al 

acusado, el juicio continúa con el debate probatorio, el cual se puede 

prolongar en varias sesiones (sin tomar en consideración las diferentes 

causas por las cuales el juicio podría reprogramarse), generando que el 

proceso demore en resolverse cuando se tuvo la posibilidad de 

culminarlo con la aceptación de la nueva calificación jurídica de los 

hechos por parte del acusado. De esta forma se contribuiría con la 

administración de justicia, pues el tiempo que es dedicado al debate 

probatorio se utilizaría para resolver otros procesos judiciales. 

En el mismo sentido, un 45% de operadores jurídicos encuestados 

indicaron que con el procedimiento antes detallado no se evidenciarían 

los principios de economía y celeridad procesal, exponiendo argumentos 

tales como que con la frustración de la primera conclusión anticipada de 

Juicio Oral, ya se habrían realizado algunas audiencias; o que la 

desvinculación procesal se realizada en una etapa avanzada del proceso 

(culminación de la actividad probatoria) y por tanto el aparato 

jurisdiccional ya se habría puesto en marcha; sin embargo, el Código 

Procesal Penal regula que la Desvinculación Procesal en el peor de los 

casos se realizará antes de culminada la actividad probatoria; es decir, 

que dicha figura procesal incluso podría aplicarse luego de formulados 

los alegatos de apertura, ahorrándose aún más tiempo, esfuerzo y dinero. 

No obstante, como ya se expuso, a pesar de que la desvinculación 

procesal se aplique antes de la oralización de la última pieza procesal, 
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aún se ahorraría tiempo, esfuerzo y dinero en los alegatos de clausura, la 

emisión del fallo, la lectura íntegra de la sentencia, e incluso en una 

segunda posible instancia. 

A lo antes señalado se adiciona que “[…] la sociedad debe 

recomponer su paz a través del proceso en el más breve plazo; y es de su 

provecho que el conflicto de intereses o la incertidumbre jurídica se 

dilucide prontamente” (Canelo Rabanal como se citó en Zaida Jarama, 

Jennifer Vásquez & Armando Rogelio, 2019, p. 314). 

4.4.PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DEL ACUSADO AL 

PERMITIRLE QUE SE ACOJA A LA CONCLUSIÓN ANTICIPADA 

DE JUICIO ORAL ANTE LA APLICACIÓN DE LA 

DESVINCULACIÓN PROCESAL. 

Al respecto, es claro que al permitirle al acusado acogerse a la 

Conclusión Anticipada de Juicio Oral ante la aplicación de la 

Desvinculación Procesal, este obtendrá los beneficios de la negociación de 

la pena, la reducción de hasta 1/7 de la pena concreta, la negociación de la 

reparación civil y la exoneración del pago de costas del proceso; todo ello 

constituyen beneficios que en la actualidad se le restringe al acusado al no 

permitirle acogerse a la conclusión anticipada de la nueva calificación 

jurídica de los hechos. 

Por otro lado, no debemos olvidar que el acusado no es responsable de 

la errónea calificación jurídica de los hechos, y por tanto no debería ser 

perjudicado con una pena que no le corresponde, lo que atentaría 

claramente con el principio de legalidad y el debido proceso. 
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Por último, debemos hacer énfasis en que no solo el acusado será 

beneficiado con el planteamiento propuesto, pues la administración de 

justicia también resultaría beneficiada, lo cual se evidenciaría en el 

principio de celeridad y economía procesal; sin dejar de lado al principio 

de legalidad, lo cual haría que nuestros operadores de justicia sean 

respetuosos de nuestro ordenamiento jurídico y los derechos de los 

justiciable. 

4.5.¿POR QUÉ LA DEFENSA TÉCNICA DEL ACUSADO NO 

SOLICITA LA APLICACIÓN DE UNA NUEVA CONCLUSIÓN 

ANTICIPADA DE JUCIO ORAL ANTE LA APLICACIÓN DE LA 

DESVINCULACIÓN PROCESAL? 

Esta fue una interrogante que nos acompañó durante toda la 

realización del presente trabajo de investigación, a la cual dimos respuesta 

mediante encuestas a los propios operadores jurídicos; siendo así, tal como 

se puede apreciar de la tabla y gráfico 07 (ver anexo 3) del presente 

trabajo, un 25% de los encuestados indicaron que la defensa del acusado 

no solicita la aplicación de una nueva conclusión anticipada de juicio oral 

de la nueva calificación jurídica de los hechos (desvinculación procesal) 

por desconocimiento; mientras que un 20% de operadores jurídicos 

indicaron que la defensa no solicita tal procedimiento porque no está 

regulado.  

Por otro lado, un 15 % de operadores jurídicos indicaron que la 

defensa del acusado no solicita dicho procedimiento debido a que el 

acusado ya tuvo una primera oportunidad en la cual podía acogerse a la 
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conclusión anticipada; mientras que un 10 % indicaron que la defensa no 

solicita tal procedimiento porque siempre busca la absolución de sus 

patrocinados, lo cual nos pareció algo razonable, aunque creemos que 

dependiendo de la complejidad del caso y los medios probatorios, lo mejor 

sería una reducción de pena y no una condena inminente. 

Asimismo, otro 10 %  de los encuestados, encontrándose dentro de 

ellos una integrante del Juzgado Colegiado Penal de Cajamarca, indicó que 

la defensa del acusado sí solicita la aplicación de una nueva conclusión 

anticipada y que incluso venían realizando tal procedimiento; sin embargo, 

por las limitaciones de la pandemia no pudimos recurrir hasta dicho 

órgano jurisdiccional, pues no se permite el ingreso a la Corte Superior de 

Justicia de Cajamarca si es que no eres personal contratado, y más aún si 

los jueces en la actualidad realizan sus audiencias de manera virtual. 

 Por último, un 20 % de operadores jurídicos indicaron que la defensa 

de los acusados no solicita el referido procedimiento debido a que no se 

apoyan en los principios procesales, lo cual nos pareció algo sumamente 

importante, pues los principios procesales son incluso más importantes que 

los artículos del Código Procesal Penal, tal como se aprecia del artículo X 

del Título Preliminar del mismo cuerpo normativo al prescribir que “las 

normas que integran el presente Título prevalecen sobre cualquier otra 

disposición de este código. Serán utilizadas como fundamento de 

interpretación”; haciendo referencia a los principios señalados en ese 

título.  Por ello, los operadores jurídicos deberían interpretar las normas 

del artículo 372° y 374° del Código Procesal Penal de manera sistemática 

con los principios de celeridad y economía procesal, claro está sin dejar de 
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lado el principio de legalidad, para así buscar un ordenamiento jurídico 

ágil, eficiente y garantista de los derechos que le asisten al acusado. 
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4.6.CONTRASTACIÓN DE HIPÓTESIS: RESULTADOS Y 

DISCUSIÓN.  

4.6.1. Hipótesis:  

Los beneficios de otorgarle la opción al acusado de acogerse a 

una conclusión anticipada de juicio oral ante una nueva calificación 

jurídica de los hechos a través de la aplicación de la figura de la 

desvinculación de la acusación fiscal regulada en el inciso 1 del 

artículo 374 del NCPP, es que existiría, por un lado, en cuanto a la 

Administración de Justicia i) El principio de celeridad procesal, ii) El 

principio de economía procesal y iii) El respeto al principio de 

legalidad; y por otro en cuanto al acusado iv) Los beneficios de la 

negociación de la pena, el descuento de hasta 1/7 de la pena 

concreta, la negociación de la reparación civil y la exoneración del 

pago de las costas del proceso. 

4.6.2. Resultados: 

• Los resultados de la tabla y gráfico 03 (ver anexo 3) demuestran 

que el 60% de los encuestados indicaron que se debería volver a 

realizar el trámite de la conclusión anticipada de juicio oral si se 

aplica la desvinculación procesal. 

• Los resultados de la tabla y gráfico 04 (ver anexo 3) demuestran 

que el 55% de los encuestados indicaron que, al otorgarse la 

oportunidad al procesado de acogerse a una nueva conclusión 

anticipada de juicio oral de la nueva calificación jurídica de los 

hechos (desvinculación procesal) sí habría celeridad y economía 
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procesal, pues el desarrollo del juicio oral concluiría, 

obviándose más actos procesales.  

• Los resultados de la tabla y gráfico 05 (ver anexo 3) demuestran 

que el 80% de los encuestados indicaron que, al otorgarse la 

oportunidad al acusado de acogerse a la nueva conclusión 

anticipada de juicio oral de la nueva calificación jurídica de los 

hechos (desvinculación procesal), sí se respetaría el principio de 

legalidad 

• Los resultados de la tabla y gráfico 06 (ver anexo 3) demuestran 

que el 85% de los encuestados indicaron que al otorgarse la 

oportunidad al procesado de acogerse a la nueva conclusión 

anticipada de juicio oral ante la figura de la desvinculación se 

garantizarían los derechos del acusado; mientras que el 15% de 

los encuestados indicaron que no. Referente a esto; el gran 

porcentaje ha coincidido en que el acusado obtendría los 

beneficios de la negociación de la pena, el descuento de hasta 

1/7 de la pena concreta, la negociación de la reparación civil y la 

exoneración de pago de costas del proceso. 

• Los resultados de la tabla y gráfico 07 (ver anexo 3) demuestran 

que el 25% de los encuestados indicaron que la defensa del 

acusado no solicita la aplicación de una nueva conclusión 

anticipada de juicio oral de la nueva calificación jurídica de los 

hechos (desvinculación procesal) por desconocimiento; mientras 

que el 20% indicó que la defensa no solicita tal procedimiento 

porque no está regulado. 
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Por otro lado, el 15 % de los encuestados indicaron que la 

defensa del acusado no solicita dicho procedimiento debido a 

que el acusado ya tuvo una primera oportunidad en la cual podía 

acogerse a la conclusión anticipada; mientras que un 10 % 

indicó que la defensa no solicita tal procedimiento porque 

siempre busca la absolución de sus patrocinados; otro 10 %  de 

los encuestados indicaron que la defensa del acusado sí solicita 

la aplicación de una nueva conclusión anticipada y el último 

20% indicaron argumentos como que la defensa de los acusados 

no solicita el referido procedimiento debido a que no se apoyan 

en los principios procesales.  
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4.7.PROPUESTA DE LA MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 374° INC. 

1 DEL NUEVO CÓDIGO PROCESAL PENAL 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Redacción actual 
Redacción con la propuesta 

modificatoria 

Artículo 434.1°. – Poder del Tribunal y 

Facultad del Fiscal. 

“Si en el curso del juicio, antes de la 

culminación de la actividad probatoria, el 

Juez Penal observa la posibilidad de una 

calificación jurídica de los hechos objeto 

del debate que no ha sido considerada por 

el Ministerio Público, deberá advertir al 

Fiscal y al imputado sobre esa 

posibilidad. Las partes se pronunciarán 

expresamente sobre la tesis planteada por 

el Juez Penal y, en su caso, propondrán la 

prueba necesaria que corresponda. Si 

alguna de las partes anuncia que no está 

preparada para pronunciarse sobre ella, el 

Juez Penal suspenderá el Juicio hasta por 

cinco días, para dar oportunidad a que 

exponga lo conveniente” 

 

 

Artículo 434.1°. – Poder del Tribunal y 

Facultad del Fiscal. 

“Si en el curso del juicio, antes de la 

culminación de la actividad probatoria, el 

Juez Penal observa la posibilidad de una 

calificación jurídica de los hechos objeto 

del debate que no ha sido considerada por 

el Ministerio Público, deberá advertir al 

Fiscal y al imputado sobre esa 

posibilidad. Las partes se pronunciarán 

expresamente sobre la tesis planteada por 

el Juez Penal y, en su caso, propondrán la 

prueba necesaria que corresponda. Si 

alguna de las partes anuncia que no está 

preparada para pronunciarse sobre ella, el 

Juez Penal suspenderá el Juicio hasta por 

cinco días, para dar oportunidad a que 

exponga lo conveniente” Si luego del 

debate correspondiente se optara por 

una nueva calificación jurídica de los 

hechos, se deberá preguntar al acusado 

si admite ser autor o partícipe del nuevo 

delito materia de imputación, y 

responsable de la pena y reparación 

civil, siguiendo el trámite previsto en el 

artículo 372°. 
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5. CONCLUSIONES 

▪ En la presente investigación se estableció que los beneficios que se tendrían al 

otorgarle la opción al acusado de acogerse a una conclusión anticipada de juicio 

oral ante una nueva calificación jurídica de los hechos a través de la aplicación 

de la figura de la desvinculación de la acusación fiscal regulada en el inciso 1 

del artículo 374 del NCPP; son por un lado en cuanto a la Administración de 

Justicia i) El principio de celeridad procesal, ii) El principio de economía 

procesal, iii) El respeto al principio de Legalidad; y por otro lado en cuanto al 

acusado iv) Los beneficios de la negociación de la pena, el descuento de hasta 

1/7 de la pena concreta, la negociación de la reparación civil y la exoneración 

del pago de las costas del proceso. 

▪ Del análisis realizado a los criterios adoptados por los operadores jurídicos, se 

sistematizó que la posición mayoritaria es del criterio que si se debería volver a 

realizar el trámite de la conclusión anticipada de juicio oral si se aplica la 

desvinculación procesal pues se estaría frente a una nueva calificación jurídica 

de los hechos; pues la errónea calificación jurídica no es atribuible al acusado, 

sino al Ministerio Público; además que, con dicho procedimiento no se enervaría 

el debido proceso, ni los derechos de las demás partes procesales. 

▪ Se evidenció que, a raíz de otorgarle la opción al acusado de acogerse a una 

conclusión anticipada de juicio oral ante una nueva calificación jurídica de los 

hechos a través de la aplicación de la desvinculación de la acusación fiscal, 

existen beneficios tanto para la administración de justicia como para el acusado.  

▪ Respecto a la propuesta de modificación del artículo 374° inc. 1° del Código 

Procesal Penal, se concluye que, debe modificarse debido a que, si se le diera la 

opción al acusado de acogerse a un procedimiento de conclusión anticipada de 
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Juicio Oral de la nueva calificación jurídica de los hechos, la cual fue obtenida a 

través de la desvinculación procesal, traería muchos beneficios tanto para la 

Administración de Justicia como para el acusado, asimismo, habría una descarga 

en los procesos judiciales, evitando de esta manera que el servicio de justicia se 

deteriore; siendo esto así, surge la necesidad de dicha modificación.  
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6. RECOMENDACIONES. 

• Se recomienda a los futuros investigadores en la especialidad de Derecho que 

profundicen más sobre el tema de la aplicación de la Conclusión Anticipada 

de Juicio ante la desvinculación procesal, pues aun existen extremos por 

analizar como el tema de, si se debería reiniciar las etapas de Juicio Oral 

cuando se aplique la desvinculación procesal, debido a la nueva calificación 

jurídica de los hechos. 
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7. CRONOGRAMA 

 

 

 

 

ACTIVIDADES 

MES/SEMANA – 2021 

 

 

Febrero 

 

 

Marzo Abril Mayo 

 

 

Junio 

 

 

Julio 

1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 1 2 3 4 

 Planteamien

to y 

formulación 

del 

problema. 

 

  

            

                

        

 Elaboración 

de objetivos 

y 

justificación 

de la 

investigació

n 

 

 

            

                

        

 Elaboración 

del marco 

teórico. 

   

 

          
                

        

 Definición 

de hipótesis 

y 

Operacional

ización de 

variables 

       

  

      

                

        

 Redacción 

del trabajo 
         

 

    

                

        

 Presentació

n del 

proyecto de 

tesis final 
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8. PRESUPUESTO Y FINANCIAMIENTO 

8.1.Presupuesto: 

 

 

8.2.Financiamiento: 

El siguiente presupuesto es elaborado en nuevos soles y financiado en 

su totalidad por el estipendio recibido en el programa SECRIGRA-

DERECHO del cual formábamos parte. 

 

 

DESCRIPCIÓN 

 

CANTIDAD 

 

UNID. 

MEDIDA 

 

PRECIO 

UNITARIO 

(S/.) 

 

TOTAL 

Hojas de papel bond A-4. 2 Millar 22 S/.44.00 

Impresiones a color. 300 Hoja. 0.3 S/.90.00 

Fotocopias 110 Hoja 0.10 S/.11.00 

Transporte Local 30  - 3 S/.90.00 

Anillados. 5 Juego 9 S/.45.00 

USB. 2  Unidad 16 S/.32.00 

Empastados 5 Unidad 36 S/.180.00 

Lapiceros. 4 Unidad 2 S/.8.00 

Servicio Telefonía Móvil 200 Min. 0.5 S/.100.00 

Servicio de Internet. 150 Hora 1.0 S/.150 

Pago por inscripción del 

Proyecto 

1 Unidad 1,350 S/. 1,350.00 

 

TOTAL, DE GASTOS 

 

S/. 2,100 
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ANEXOS: 

Anexo 1: MATRIZ DE CONSISTENCIA LÓGICA:  

 
PROBLEMA 

 
OBJETIVOS 

 
HIPOTESIS 

 
VARIABLES 

 
DIMENSIONES 

 
INDICADORES 

 
VALORES 

 
MÉTODO 

 
TÉCNICA 

¿Cuáles serían 

los beneficios 

de otorgarle la 

opción al 

acusado de 

acogerse a una 

conclusión 

anticipada de 

juicio oral ante 

una nueva 

calificación 

jurídica de los 

hechos a través 

de la 

aplicación de 

la figura de la 

desvinculación 

de la acusación 

fiscal regulada 

en el inciso 1 

del artículo 

374 del 

NCPP? 
 

General: 
Establecer los beneficios 

que se tendrían al 

otorgarle la opción al 

acusado de acogerse a una 

conclusión anticipada de 

juicio oral ante una nueva 

calificación jurídica de los 

hechos a través de la 

aplicación de la figura de 

la desvinculación de la 

acusación fiscal regulada 

en el inciso 1 del artículo 

374 del NCPP 

 

Específicos: 
a. Sistematizar y analizar 

los diferentes criterios 

adoptados por los 

operadores jurídicos en 

materia penal del 

distrito de Cajamarca 

respecto al problema de 

investigación 

planteado. 

b. Analizar si a raíz de 

otorgarle la opción al 

acusado de acogerse a 

una conclusión 

anticipada de juicio oral 

Los beneficios de 

otorgarle la opción al 

acusado de acogerse a una 

conclusión anticipada de 

juicio oral ante una nueva 

calificación jurídica de los 

hechos a través de la 

aplicación de la figura de 

la desvinculación de la 

acusación fiscal regulada 

en el inciso 1 del artículo 

374 del NCPP, es que 

existiría, por un lado, en 

cuanto a la 

Administración de 

Justicia i) El principio de 

celeridad procesal, ii) El 

principio de economía 

procesal, iii) El respeto al 

principio de legalidad; y 

por otro en cuanto al 

acusado iv) Los 

beneficios de la 

negociación de la pena, el 

descuento de hasta 1/7 de 

la pena concreta, la 

negociación de la 

reparación civil y la 

 

• Aplicación de 

la conclusión 

anticipada 
 

 

 

 

 

• Desvinculación 

procesal 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

• Simplificación 

del Proceso. 

• Se pone fin de 
forma anticipada 

el juicio. 

• Aceptación por 

parte del 

acusado ser 
responsable del 

delito. 

 

 
 

 

• Modificación de la 

calificación 

jurídica de los 
hechos imputaos. 
 

• Subsanación de la 

incorrecta 

imputación. 

 

 

 

 

• No se otorgaría 

beneficios al 
acusado. 

• No habría un 

acuerdo sobre 

la pena. 
• No habría la 

bonificación 
procesal del 

descuento de 

hasta 1/7 de la 

pena. 
 
 

• Homogeneidad 

del bien jurídico 

tutelado. 
• Inmutabilidad de 

los hechos y 

pruebas. 
• Preservación del 

derecho de 

defensa. 
• Coherencia entre 

los elementos 

fácticos y 

normativos para 

realizar la 

correcta 

adecuación al 

tipo. 
 

 
 

 

 

 

 

 

• ALTO 

• MEDIO 

• BAJO 

 

 

 

 

 

 
• Funcional 

 
• Hermenéutico  

• La 

observación 

documental 

• Entrevista 
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ante una nueva 

calificación jurídica de 

los hechos a través de la 

aplicación de la 

desvinculación de la 

acusación fiscal, se 

pondrían en evidencia 

por un lado en cuanto a 

la Administración de 

Justicia, los principios 

de i) Celeridad 

procesal, ii) Economía 

procesal y iii) 

Legalidad; y por otro en 

cuanto al acusado iv) 

Los beneficios de la 

negociación de la pena, 

el descuento de hasta 

1/7 la pena concreta, la 

negociación de la 

reparación civil y la 

exoneración del pago 

de las costas del 

proceso. 

c. Proponer la 

modificación del 

artículo 374° inc. 1 del 

Nuevo Código Procesal 

Penal. 

exoneración del pago de 

las costas del proceso. 

 

 

 

 

 

• Principio de 

Celeridad 

Procesal. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

• Principio de 

economía 

procesal. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

• Principio de 

Legalidad 

 

  

• Descarga 

Procesal 

• Servicio de 

Justicia sin 

demoras. 

• Evitar 
diligencias 

innecesarias. 

 

 

• Ahorro del 

tiempo 

• Ahorro de 

Esfuerzo 

• Ahorro en 

dinero. 

 

 

 

• Establece una 

garantía legal. 
 

 

 
 
 
 
• Prontitud 

• Velocidad 

• Agilidad 

 

 

 

 

 

 

 

• Proceso 

EFICAZ. 

 

 

 

 

• Aplicar una 

pena habilitada 

por ley. 

• No ser 

sometido a una 

pena después de 

un juicio. 

 

 

 

 

• ALTO 

• MEDIO 

• BAJO 
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ANEXO 2 

Encuesta dirigida a Jueces, fiscales y abogados penalistas del distrito de Cajamarca. 
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ANEXO 3 

Resultados de la encuesta realizada a jueces, fiscales y abogados penalistas del distrito 

de Cajamarca. 

 

Tabla 1. 

 

 

                             

   Fuente: Encuesta aplicada a jueces, fiscales y abogados penalistas del Distrito de Cajamarca 

 

 

 

 

 

Interpretación: 

Los resultados del ítem 01 demuestran que el 100 % de los encuestados indicaron 

conocer la figura de la desvinculación procesal; lo cual nos resulta primordial debido a 

que es importante que nuestros encuestados conozcan a la perfección esta figura 

procesal, para que así puedan analizar y responder las preguntas formuladas 

posteriormente.  

 

 

1. ¿Conoce a la figura jurídica de la 

Desvinculación Procesal? 

f % 

Sí 20 100% 

No 0 0% 

TOTAL 20 100% 

0

5

10

15

20

1 2 3

Sí; 20

No; 0
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tu
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 d
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 e

je

Gráfico N° 01



91 

 

Tabla 2 

 

 

 

 

  

 Fuente: Encuesta aplicada a jueces, fiscales y abogados penalistas del Distrito de Cajamarca 

 

 

 

  

 

Interpretación: 

Los resultados del ítem 02 demuestran que el 100 % de los encuestados indicaron 

conocer la figura la conclusión anticipada de juicio oral, lo cual nos resulta primordial 

debido a que es importante que nuestros encuestados conozcan a la perfección esta 

figura procesal, para que así puedan analizar y responder las preguntas formuladas 

posteriormente. 

 

 

 

 

 

2. ¿Conoce a la figura jurídica de la 

Conclusión Anticipada? 

f % 

Sí 20 100% 

No 0 0% 

TOTAL 20 100% 

0

5

10

15

20

1 2 3

Sí; 20

No; 0

Tí
tu

lo
 d

el
 e

je

Gráfico 2
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Tabla 3 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Encuesta aplicada a jueces, fiscales y abogados penalistas del Distrito de Cajamarca 

 

 

 

 

  

Interpretación: 

Los resultados del ítem 03 demuestran que el 60% de los encuestados indicaron que 

se debería volver a realizar el trámite de la conclusión anticipada de juicio oral si se 

aplica la desvinculación procesal, apoyándose en argumentos como que al tratarse de 

una nueva calificación jurídica, tendría que volverse a realizar el procedimiento de la 

conclusión anticipada de Juicio Oral, pues la errónea calificación jurídica de los hechos 

no es atribuible al acusado, sino el Ministerio Público y por ende no tendría por qué ser 

perjudicado; además, que no se enervaría el debido proceso, ni los derechos de las 

demás partes procesales. 

3. Una vez iniciado el Juicio Oral y frustrada la 

Conclusión Anticipada de Juicio Oral, si el juez 

se desvincula de la calificación jurídica 

contenida en la acusación fiscal ¿Usted cree que 

se debería dar la opción al acusado de acogerse 

a una nueva conclusión anticipada de la 

NUEVA calificación jurídica de los hechos? 

f % 

Sí 12 60% 

No 8 40% 

TOTAL 20 100% 
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Sin embargo, el 40 % de los encuestados indicaron que no debería darse dicha 

oportunidad, alegando argumentos como que la desvinculación procesal la realiza el 

Juez al momento de emitir sentencia o que la oportunidad para acogerse a la conclusión 

anticipada de Juicio Oral ya habría precluido, no pudiendo retrotraerse el desarrollo 

normal del Juicio Oral.  

 

Tabla 4 

 

 

 

 

 

Fuente: Encuesta aplicada a jueces, fiscales y abogados penalistas del Distrito de Cajamarca 

 

 

 

 

 

Interpretación: 

Los resultados del ítem 04 demuestran que el 55% de los encuestados indicaron 

que, al otorgarse la oportunidad al procesado de acogerse a una nueva conclusión 

anticipada de juicio oral de la nueva calificación jurídica de los hechos (desvinculación 

4. ¿Usted cree que el planteamiento antes 

detallado, traería consigo los beneficios de 

celeridad y economía procesal? 

f % 

Sí 11 55% 

No 9 45% 

TOTAL 20 100% 
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procesal) si habría celeridad y economía procesal, pues el desarrollo del juicio oral 

concluiría, obviándose los alegatos de clausura, la emisión del fallo y la lectura íntegra 

de la sentencia, e incluso se evitaría una segunda posible instancia, lo que demandaría 

un buen tiempo, evitando de esta manera costos al Estado, pues ya no se realizarían más 

audiencias. 

No obstante, el 45% de los encuestados indicaron que con el procedimiento antes 

detallado no se evidenciarían los principios de economía y celeridad procesal, 

exponiendo argumentos como que, ante la frustración de la primera conclusión 

anticipada de Juicio Oral, ya se habrían realizado algunas audiencias; o que la 

desvinculación procesal se realiza en una etapa avanzada del proceso (culminación de la 

actividad probatoria) y por tanto el aparato jurisdiccional ya se habría puesto en marcha. 
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Tabla 5 

 

 

 

 

 

Fuente: Encuesta aplicada a jueces, fiscales y abogados penalistas del Distrito de Cajamarca 

 

 

 

 

 

 

 

Interpretación: 

Los resultados del ítem 05 demuestran que el 80% de los encuestados indicaron 

que, al otorgarse la oportunidad al acusado de acogerse a la nueva conclusión anticipada 

de juicio oral de la nueva calificación jurídica de los hechos (desvinculación procesal), 

sí se respetaría el principio de legalidad, señalando argumentos como que si bien el 

procedimiento propuesto no se encuentra regulado, tampoco está prohibido y por tanto 

es legal; además que no habría ninguna incompatibilidad con el principio de legalidad 

ya que no se afectaría el derecho de las partes procesales sino por el contrario se estaría 

5. ¿Usted cree que el planteamiento antes 

detallado, se respetaría el principio de 

legalidad? 

f % 

Sí 16 80% 

No 4 20% 

TOTAL 20 100% 
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optimizando el desarrollo proceso, en base a los principios de economía y celeridad 

procesal.  

Mientras que el 20% de los encuestados indicaron que con el procedimiento 

detallado no se respetaría el principio de legalidad, sobre la base del argumento de que 

la norma establece la preclusión de las etapas procesales y al realizarse una nueva 

conclusión anticipada de juicio oral ya no se respetaría el referido principio. 

 

Tabla 6 

 

 

 

 

Fuente: Encuesta aplicada a jueces, fiscales y abogados penalistas del Distrito de Cajamarca 

 

 

 

 

 

Interpretación: 

Los resultados del ítem 06 demuestran que el 85 % de los encuestados indicaron 

que al otorgarse la oportunidad al procesado de acogerse a la nueva conclusión 

6. ¿Usted cree que el planteamiento antes 

detallado, se garantizarían derechos del 

acusado? 

F % 

Sí 17 85% 

No 3 15% 

TOTAL 20 100% 
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anticipada de juicio oral ante la figura de la desvinculación se garantizarían los derechos 

del acusado; mientras que el 15 % de los encuestados indicaron que no. Referente a 

esto; el gran porcentaje han coincidido que el acusado tendría beneficios como la 

negociación de la pena, el descuento de hasta 1/7 de la pena concreta, la negociación de 

la reparación civil y la exoneración del pago de costas del proceso. 
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Tabla 7 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Encuesta aplicada a jueces, fiscales y abogados penalistas del Distrito de Cajamarca 

 

Interpretación: 

Los resultados del ítem 07 demuestran que el 25 % de los encuestados indicaron 

que la defensa del acusado no solicita la aplicación de una nueva conclusión anticipada 

de juicio oral de la nueva calificación jurídica de los hechos (desvinculación procesal) 

7. ¿Por qué cree usted que la defensa del acusado 

no solicita la aplicación de una nueva 

conclusión anticipada de juicio oral de la 

nueva calificación jurídica de los hechos 

(Desvinculación Procesal)? 

f % 

Por desconocimiento. 5 25% 

Porque no se encuentra regulado. 4 20% 

Porque el acusado ya tuvo su oportunidad. 3 15% 

Porque la defensa solicita la absolución de su 

patrocinado. 

2 10% 

Si la solicitan. 2 10% 

Otros 4 20% 

TOTAL 20 100% 
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por desconocimiento; mientras que el 20% indicó que la defensa no solicita tal 

procedimiento porque no está regulado.  

Por otro lado, el 15 % de los encuestados indicaron que la defensa del acusado no 

solicita dicho procedimiento debido a que el acusado ya tuvo una primera oportunidad 

en la cual podía acogerse a la conclusión anticipada; mientras que un 10 % indicó que la 

defensa no solicita tal procedimiento porque siempre busca la absolución de sus 

patrocinados; otro 10 %  de los encuestados indicaron que la defensa del acusado sí 

solicita la aplicación de una nueva conclusión anticipada y el último 20 % indicaron 

argumentos como que la defensa de los acusados no solicita el referido procedimiento 

debido a que no se apoyan en los principios procesales. En referencia a este punto, el 

gran porcentaje por el cual la defensa del acusado no solicita la aplicación de una nueva 

conclusión anticipada de juicio oral de la nueva calificación jurídica de los hechos; es 

por desconocimiento en temas de aplicación de principios, y también por una falta de 

Praxis que permita la aplicación efectiva; y el buscar un ordenamiento jurídico ágil, 

eficiente y garantista del principio de legalidad y los derechos que le asisten al acusado. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



100 

 

ANEXO 4 

Sentencia N° 69-2021 (resolución N° 08), contenida en el expediente N° 345-2019-6-

0601-JR-PE-06 
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